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El 4% del PBI de América Latina y el Caribe proviene del sector extractivo, 

un porcentaje equivalente al generado por la agricultura en la región. 

Para impulsar crecimiento sostenible, es necesario un relacionamiento 

efectivo entre gobiernos, empresas y sociedad civil. En este diagnóstico 

de Colombia, el BID busca dar luz a las buenas prácticas entre actores 

del sector extractivo sobre acciones de información, diálogo, consultas, 

colaboración y alianzas que están generando desarrollo en el país. De

los hallazgos del diagnóstico se ha generado además una hoja de ruta, 

para orientar a los actores en el fortalecimiento de su relacionamiento.

El presente cuadernillo se enfoca en los hallazgos de Colombia y forma 

parte del diagnóstico regional que fue realizado en Argentina, Chile, 

Colombia, México, Perú y República Dominicana. La publicación completa 

está disponible en: https://publications.iadb.org/es/sector-extractivo-y-

sociedad-civil-cuando-el-trabajo-de-comunidades-gobiernos-e-industrias-es
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1. INTRODUCCIÓN

Los países ricos en recursos naturales y la consiguiente actividad extractiva 

de esos recursos no renovables -minerales, petróleo y gas-, impulsan varias 

perspectivas de aproximación. El análisis económico permite estimar los 

costos de inversión, la rentabilidad de las empresas y los aportes con 

los que el sector extractivo contribuye a la economía de una nación o 

región. Desde un punto de vista de adelantos tecnológicos, las industrias 

extractivas requieren el empleo de sofisticadas tecnologías de punta con 

el potencial de contribuir a reducir impactos adversos. Desde lo ambiental, 

por la dimensión propia de este tipo de proyectos, se habla de los 

impactos de las actividades extractivas en la naturaleza y la biodiversidad, 

la competencia por el uso de recursos hídricos, las consecuencias en los 

cultivos y la posible contaminación de ríos o fuentes acuíferas y donde, las 

tecnologías mencionadas, pueden jugar un papel decisivo en las medidas 

de ahorro y mitigación. 

Desde la  perspectiva social se requiere una sofisticación 
no menor para abarcar y analizar oportunidades y 
desafíos entre los actores involucrados, frente a las 
diferentes fases de los  grandes proyectos, como 
la exploración, explotación y cierre, especialmente 
respecto a las comunidades aledañas1.

El diagnóstico que se presenta a continuación se acerca al sector extractivo 

desde una perspectiva de relacionamiento entre los principales actores 

involucrados, el Gobierno, la Empresa y las Comunidades afectadas directa 

o indirectamente por la actividad extractiva. El diagnóstico se aleja de

un enfoque clásico hacia las actividades extractivas como “de maldición

de los recursos naturales” para investigar y poner en evidencia aquellos

hallazgos donde el relacionamiento de actores efectivo representó una

oportunidad de desarrollo.

El diagnóstico como línea inicial partió de información conocida basada 

en estudios previos y experiencia de campo, repasando que la actividad 

extractiva conlleva el involucramiento de esos tres actores en diferentes 

capacidades: (i) el gobierno y su rol a nivel nacional, provincial y/o municipal 

respecto a los  pasos relacionados con la actividad extractiva como el 

diseño y asignación de pliegos de licitación, autorizaciones, monitoreo 

de implementación, con un lapso temporal de influencia de las decisiones 

políticas (en ausencia de instituciones que respalden dichas decisiones) 

más breve comparado con los otros dos actores, (ii) la empresa que por 

la naturaleza de la actividad extractiva a largo plazo permanece en el 

terreno por periodos en general comprendidos por decenios y que luego de 
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¿Cómo los gobiernos, las comunidades y 

las industrias pueden utilizar la diversidad 

de sus intereses y necesidades para 

generar beneficios mutuos para todos los 

actores, en respeto del ambiente y bajo 

una lógica de sostenibilidad?
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obtenidas las autorizaciones y licencias (incluida la social), se emplaza geográficamente y 

pasa a formar parte de la vida de las comunidades aledañas a la zona de extracción. Esta 

particularidad no menor que define a la actividad extractiva, tiene una influencia en el tejido 

social y la economía local con impactos en la composición de los grupos tradicionales: (iii) 

las comunidades, además de ser responsables de dar información y comprender el alcance 

del proyecto para otorgar, la licencia social para operar permanecen en el terreno por 

generaciones y mantienen un relacionamiento en cada fase de la actividad (tratándose de 

extracciones “onshore”, desde la apertura al cierre de actividades). La actividad extractiva 

puede aportar oportunidades a las comunidades y también pueden conllevar nuevas 

tensiones al interno de la propia población. Entre estas oportunidades y tensiones estaría 

la empleabilidad de trabajadores provenientes de las comunidades. Por los requerimientos 

específicos y perfil técnico esta empleabilidad tiende a ser baja, generándose mayor 

competitividad por puestos de servicios. En ocasiones esta circunstancia puede abrir una 

brecha entre aquellos trabajadores provenientes de las comunidades versus miembros 

de la misma comunidad sin trabajo en la empresa. Las comunidades son susceptibles de 

fracturas internas donde no existían conflictos con anterioridad. Este factor también viene 

con el arribo de trabajadores fuera de la comunidad que generan un aumento significativo 

de la población local con nuevos habitantes en la zona y ajenos a las tradiciones y ritmos 

rurales. Esta circunstancia a su vez genera una natural presión sobre un mismo territorio 

y respecto a los mismos recursos. Nuevas construcciones de infraestructura y los tiempos 

6
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de obras que afectan la circulación al 

interno de las comunidades, son también 

otros de los conflictos registrados como 

así; posible aumento del consumo de 

alcohol; desbalance del número de 

hombres respecto a mujeres; potencial 

aumento de crímenes de género; inicio o 

aumento de actividades de prostitución.  

Mención aparte merece la capacidad 

de la empresa de influir en la cadena de 

valor con diferentes emprendimientos y 

organizaciones de servicios que pueden 

crecer en oportunidades de desarrollo por 

la llegada de la empresa y que también, en 

muchos casos, dejan a la empresa extractiva 

a merced de la fijación monopólica de los 

precios de esos servicios.  

¿Cómo las partes involucradas pueden 
utilizar la diversidad de sus intereses y 
necesidades para generar beneficios 
mutuos para todos los actores, en 
respeto del ambiente y bajo una lógica de 
sostenibilidad?

Para responder a esa pregunta, el presente 

diagnóstico se enfocó en estudiar las 

buenas prácticas de relacionamiento, 

que han conseguido tanto resultados 

medibles y comparables susceptibles de ser 

replicados, como nuevos emprendimientos 

productivos o avances significativos como 

por ejemplo en sectores de educación y 

salud como también impactos intangibles 

como la generación de confianza y procesos de colaboración. El 

enfoque busca evidenciar lo que sí funciona en una actividad que 

representa para algunos de los países ricos en recursos naturales 

más del 50% de sus ingresos fiscales2. Las buenas prácticas que 

se reúnen en esta publicación dan pautas y orientaciones para 

consolidar y mejorar el relacionamiento entre los tres actores y 

muestran caminos innovadores, por los que el sector extractivo 

pueda aportar al desarrollo nacional y local en los países de 

América Latina y el Caribe. 

La actividad extractiva 

representa para 

algunos de los países 

ricos en recursos 

naturales más del 50% 

de sus ingresos fiscales.

7

COLOMBIA



  |  Diagnóstico, mapeo de actores y hoja de ruta sobre el relacionamiento de actores en el sector extractivo de América Latina

Las buenas prácticas muestran que un buen relacionamiento genera confianza, 

logra acuerdos sobre temas en disputa, fortalece la economía local, genera prácticas 

ambientalmente sostenibles y mejora la calidad de vida de la población. Las propias 

buenas prácticas también indican que el relacionamiento de actores es el resultado 

de procesos donde se requiere una visión de mediano y largo alcance, adherida a la 

asignación e inversión de recursos humanos y financieros.  

Para este diagnóstico se seleccionaron países de la región ricos en recursos naturales 

con diferentes perfiles y experiencia en temas extractivos: Argentina, Chile, Colombia, 

México, Perú y República Dominicana. 

Para la elaboración de este estudio se validaron las experiencias encontradas, triangulando 

las mismas con representantes de industria/empresa, comunidades/sociedad civil y 

gobiernos, para asegurar su acuerdo respecto a la experiencia considerada como buena 

práctica según criterios anteriormente definidos3. Ulteriormente, se realizó una segunda 

validación mediante diferentes fuentes de información como material escrito, entrevistas, 

visitas de campo y mesas de trabajo. 

A fin de ordenar el universo de experiencias se agruparon metodológicamente los 

hallazgos en cinco niveles de relacionamiento4.

Información:

Este nivel comprende la entrega de datos y referencias sobre el proyecto extractivo 

por parte de la empresa y del gobierno. También, incluye la facilitación de información 

por parte de las organizaciones de la sociedad civil presentes sobre el territorio y los 

portadores de interés.

Diálogo:

El diálogo se refiere al intercambio activo, continuo e informal que a partir de diversos 

grados de contacto entre los actores en torno al sector extractivo busca crear o fortalecer 

relaciones constructivas entre las partes. Estos procesos pueden ser eventuales o 

sostenidos en el tiempo, con un potencial de cambio constructivo de las relaciones. 

Consulta pública5:

La consulta se considera un proceso formal, público y organizado en etapas que 

responde a obligaciones legales o regulatorias, así como principios de mejores prácticas 

universales, con el objetivo de recibir insumos respecto a un proyecto extractivo. 

Colaboración

Son las acciones en las que las comunidades, la empresa extractiva o gobierno elabora 

productos de conocimiento o en las que la misma comunidad participa en iniciativas 

de formación para agregar capital humano capacitado que beneficie el crecimiento 

económico local.  

Alianza

Son las acciones en las que se incluyen y financian comunidades para que sean estas las 

encargadas de implementar un proyecto o componente proyecto en torno al proyecto 

extractivo. 

8
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1.1. Los tres actores involucrados con 
las actividades extractivas 

1.1.1. Empresas extractivas 

El término industria extractiva se refiere a todas las empresas – públicas o privadas 

- que tienen como objetivo extraer recursos naturales6. También incluye empresas

prestadoras de servicios directamente relacionados con el proceso de extracción (por

ejemplo, empresas que suministran torres de perforación). A su vez, excluye a todas

las empresas relacionadas con la comercialización, sean estos los administradores de

ductos, buques, gasolineras, etc. En el contexto de esta publicación técnica, no se

incluye a la minería artesanal y de pequeña escala.

Las empresas extractivas operan en las zonas de periferia del mundo, cotizan en los 

mercados de valores internacionales, emplean tecnologías de punta, e interactúan 

localmente con los gobiernos y comunidades. A nivel mundial, las empresas extractivas 

asociadas en su mayoría en gremios globales, vienen impulsando un conjunto de 

iniciativas para fortalecer su relacionamiento con las comunidades locales.  La industria 

minera cuenta con el Consejo Internacional de Minería y Metales (ICMM por sus siglas en 

inglés) que lidera el campo de la responsabilidad social en el sector7. Es una organización 

conformada por directores ejecutivos de la industria y dedicada al desarrollo sustentable. 

ICMM, fundada en 2001, reúne a 23 de las empresas de minería y metales líderes en 

el mundo, así como 34 asociaciones regionales, nacionales y de commodities. Dichas 

empresas y asociaciones se comprometen 

a mejorar su rendimiento en el desarrollo 

sostenible y la producción responsable de 

los recursos de minerales y metales que se 

necesita a nivel social8.

Igualmente, la industria hidrocarburífera, 

cuenta con la "International Association 

of Oil & Gas Producers" fundada en 1999 

como la voz de la industria líder global9. 

Los miembros de la asociación producen 

más de un tercio del petróleo y gas 

que consume el mundo. La asociación 

opera apoyando a los reguladores de la 

industria para mejorar la seguridad y el 

desempeño ambiental y social. Es también 

un espacio único donde los miembros de 

la asociación intercambian conocimientos 

y buenas prácticas para mejorar la salud, 

la seguridad, el medio ambiente y la 

responsabilidad social10.

9
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Para las industrias, la presencia de los gobiernos con regulaciones claras y el 

relacionamiento efectivo con la población local son elementos claves para la inclusión de 

los interesados en el mejor éxito de las operaciones. La experiencia ha enseñado que las 

empresas buscan un proceso continuo de relacionamiento con las comunidades locales, 

en miras a construir confianza y tener un apoyo de la mayoría de la población para el 

avance del proyecto extractivo. Existe una tendencia creciente por la que  las empresas 

consideran a la población como un aliado potencial para la implementación del proyecto, 

y con la cual es necesario construir confianza, desarrollar vías de comunicación efectiva 

y acordar normas de un relacionamiento que implique resultados e impactos positivos 

para todos los actores involucrados11. 

Gracias a los resultados del presente diagnóstico pudo constatarse que la mayoría 

de las empresas fomentan una interacción con las comunidades que va más allá de  

compartir informaciones o mantener diálogos informales y promueven y elaboran 

planes de relacionamiento que ayudan a minimizar el impacto negativo y aumentan las 

oportunidades económicas y sociales que se abren con el proyecto extractivo. En esta 

línea y fuera del nivel comunitario, la sociedad civil se ha constituido en una masa crítica 

que junto a empresas responsables han impulsado y adherido a principios voluntarios 

de derechos humanos y negocios12, cumpliendo a una misma vez con el respeto y 

promoción de otros derechos sociales y económicos 13. 

Se ha relevado también que existe un interés en promover a las empresas locales 

mediante su vinculación a la industria extractiva como proveedores de bienes y servicios. 

De esta manera se fomenta el fortalecimiento de la economía local, con el impulso del 

sector extractivo, constituyéndose en un interés compartido con el gobierno14. 
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En una misma línea, el diagnóstico ha arrojado evidencia, que las industrias, gestionan 

el relacionamiento con las comunidades y asignan recursos humanos y técnicos15. Por 

otro lado, las empresas que se dedican a actividades de exploración en la primera 

fase del proyecto extractivo suelen no tener los recursos económicos para desarrollar 

procesos de colaboración y alianzas por requerir de una planificación e inversión 

de recursos humanos y financieros más importantes, por lo que las acciones de 

información y diálogos iniciales son decisivas. En otro orden, algunos proyectos en 

fase de explotación no cuentan con recursos humanos y financieros preasignados para 

un relacionamiento empresa-comunidad eficiente. Algunas empresas al no contar con 

una planificación para su relacionamiento pueden fallar en comunicar las oportunidades 

y los límites de su accionar16. 

Durante la implementación del proyecto, el gobierno –nacional y local- y la empresa se 

encuentran en una situación de colaboración necesaria y tienen roles complementarios 

en el relacionamiento con la comunidad. No obstante, no siempre los roles respectivos 

están claros y no en todos los casos existen las capacidades necesarias para cumplir con 

dichos roles17. 

A lo largo del diagnóstico se ha comprobado que el relacionamiento en el sector extractivo 

se ha visto impulsado por avances importantes en el diseño y la implementación de 

principios de la Responsabilidad Social Empresarial (RSE). Según el ICCM, las empresas 

han mejorado sus prácticas en aspectos como transparencia, derechos humanos y 

ambiente y buscan la forma de contribuir a un desarrollo sostenible a nivel país en los 

territorios donde operan18. Muchas empresas extractivas incluyen en su política de RSE 

programas de promoción de capacidades productivas, como también programas de 

salud, mejoramiento de infraestructura local y de educación formal19.

1.1.2. Gobierno

Los gobiernos nacionales de la región20, sin distinción en cuanto a su orientación 

partidaria, han implementado políticas para la captación de inversiones extranjeras 

directas para proyectos que incluyen a las industrias extractivas21. Los altos precios de 

las materias primas han aumentado los ingresos fiscales de los países en América Latina 

y el Caribe y han incrementado la inversión y la actividad económica. Algunos gobiernos 

en la región ahorraron una porción de los ingresos y otros usaron dichas ganancias para 

incrementar el gasto fiscal. Es por eso que la reducción de los precios  a finales de 2008 

y con más fuerza entre 2012 y 2013 ha impactado de manera diferente en el desarrollo 

de los países22.

El auge de los precios de las materias primas ha tenido sus impactos en la reducción 

de la pobreza y el crecimiento de la clase media en la región23. El sector extractivo 

también ha tenido efectos positivos en el empleo; no obstante, en comparación con 

el total de la Población Económicamente Activa (PEA) los aportes son relativamente 

modestos. En los países seleccionados para el diagnóstico, el porcentaje del empleo 

del sector extractivo frente a la PEA es de alrededor el 1% con excepción de Chile 

donde supera el 2%24. 

Los gobiernos buscan adaptar su marco institucional y legal para seguir captando 

ingresos a través del sector extractivo. La caída de los precios de los recursos 

mineros y petroleros a partir de 2013 ha llevado a los gobiernos nacionales a crear 

marcos normativos atractivos que aseguren la estabilidad económica y jurídica de las 

inversiones en el sector, lo que frecuentemente plantea dilemas para el equilibrio en 

su rol de regulador de las actividades extractivas y garante de los derechos humanos 

y recursos naturales25. 
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Los gobiernos latinoamericanos en las últimas 

décadas, han fortalecido sus sistemas democráticos 

e institucionales, han gestionado eficientemente la 

macroeconomía y han implementado políticas sociales 

incluyentes con el fin de reducir la pobreza y la 

desigualdad. Aun así, el fin del boom de las materias 

primas ha develado problemas estructurales, en varios 

países de la región, referidos a asuntos fiscales e 

institucionales, así como a otros de tipo social, político 

y económico26. 

Los gobiernos nacionales crean el marco normativo e 

institucional bajo el cual se desarrolla el relacionamiento 

entre empresa y población local. Especial atención 

merece la consulta a Pueblos Indígenas considerada en 

marcos legales mediante la ratificación del convenio 

169 de la Organización Internacional de Trabajo27. 

Perú es el único país del estudio en el cual la consulta 

está reglamentada por una ley, mientras que en Chile, 

Colombia y México existen normas legales a nivel de 

decretos para este fin28. 

En otro orden y respecto al nivel de acceso a 

información también se encontró que está fuertemente 

regulado. En todos los países existen normas legales 

que facilitan el acceso a información de manera 

general, y en las leyes ambientales se especifica el acceso 

a informaciones sobre el estado de la naturaleza. La elaboración y aprobación de los 

Estudios de Impacto Ambiental, incorporan en muchos casos derechos importantes 

para la población local como el acceso a información, a la consulta y otras formas de 

relacionamiento de actores29. 

Respecto al marco institucional del sector extractivo el gobierno nacional está conformado 

por diferentes ministerios que no necesariamente comparten las mismas prioridades, 

aunque su funcionamiento se rige por unos lineamientos generales de política pública. En 

todos los países del diagnóstico son los ministerios de minería y energía quienes diseñan 

las políticas para el sector extractivo y controlan el cumplimiento de los mismos30. Por 

otra parte, existen los ministerios que velan por el ambiente y son los encargados de la 

aprobación de la licencia ambiental. Según cada país, intervienen otros ministerios en el 

relacionamiento con la población local. Por ejemplo, en Chile es el Ministerio de Desarrollo 

Social quien a través de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena coordina la 

acción del Estado en favor del desarrollo integral de las comunidades indígenas31. En 

cambio, el Ministerio de Interior de Colombia lidera la interlocución con las comunidades 

locales. En Perú, la Oficina Nacional de Diálogo y Sostenibilidad apareció como un ente 

de coordinación para el acercamiento entre los diversos actores, muy centrado en las 

industrias extractivas, aunque ha perdido su rol en los últimos años32. 

Aparte del poder ejecutivo, en los países que fueron analizados en el diagnóstico 

existen otros actores estatales a nivel nacional que intervienen en el relacionamiento 

entre empresa, comunidad y Estado en el sector extractivo. La Defensoría de Pueblo 

actúa como garante de los Derechos Humanos y en algunos países como Perú también 

es un promotor importante de diálogos a nivel local. En México, es la empresa estatal 

PEMEX quien diseña las políticas de relacionamiento en el sector petrolero. La Corte 

Constitucional de Colombia, frente a la ausencia de una ley que regula la consulta previa, 
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ha contribuido a darle cuerpo a esta 

norma internacional33. En resumen, 

intervienen una serie de actores 

nacionales estatales en el 

relacionamiento entre empresa, 

Estado y sociedad civil. Si bien 

este accionar cubre posibles 

vacíos regulatorios, esto también 

aumenta el riesgo de una falta de 

coordinación entre las diferentes 

instancias por un lado y entre estas 

y otros actores como empresas y 

comunidades por el otro34. 

El diagnóstico también encontró 

que la relación entre el gobierno 

nacional y los gobiernos locales 

se vería beneficiada con un 

nivel más alto de coordinación y 

comunicación necesario para acordar estándares y condiciones para la implementación 

de proyectos extractivos35. Mientras que las competencias sobre el sector extractivo son 

centralizadas en el gobierno nacional, los gobiernos locales juegan un rol fundamental 

como representantes e interlocutores de la población local. 

Las posibilidades de relacionamiento con los gobiernos locales dependen de sus 

perspectivas y políticas frente al sector extractivo. El diagnóstico muestra que, por 

ejemplo, en Argentina existen gobiernos provinciales con normativas favorables para 

el desarrollo del sector extractivo responsable mientras que otros siete gobiernos 

provinciales del mismo país han dictado leyes 

que prohíben las explotaciones mineras 

metalíferas a cielo abierto o aquellas que usen 

sustancias químicas tales como el cianuro en 

sus procesos36. En Colombia, hasta mediados 

de 2017 los Concejos Municipales de cinco 

municipios colombianos han aprobado 

consultas populares en torno a proyectos 

extractivos, y en todas las consultas la 

población ha votado en contra de estos 

proyectos37.

Los gobiernos locales no solamente son 

interlocutores importantes en procesos 

de diálogo y colaboración, sino también 

juegan un rol central para que los recursos 

provenientes del sector extractivo sean 

invertidos de manera efectiva en obras que 

benefician a las comunidades aledañas al 

proyecto. Dependiendo del país, hasta 50% 

de los ingresos fiscales son distribuidos a los 

gobiernos locales, siendo Chile el país en el cual 

más se centralizan los ingresos y Colombia 

y Perú los países con mayor proporción de 

recursos descentralizados38. Una condición 

importante para que los recursos aporten al 

El diagnóstico evidencia que 

la relación entre el gobierno 

nacional y los gobiernos 

locales se vería beneficiada 

con un nivel más alto de 

coordinación y comunicación 

necesario para acordar 

estándares y condiciones 

para la implementación de 

proyectos extractivos.
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desarrollo local es la capacidad de 

los gobiernos subnacionales para 

coordinar la inversión y efectuarla 

de manera eficiente. Los recursos 

constituyen una oportunidad para el 

desarrollo y una transformación de 

las dinámicas y economías locales, 

siempre y cuando en los territorios 

estén las capacidades instaladas 

para poder aprovechar esta 

oportunidad39. 

El diagnóstico muestra que la 

coordinación entre gobiernos 

de diferentes niveles, industrias 

extractivas y sociedad civil aumenta 

las oportunidades para que los 

recursos provenientes del sector 

extractivo contribuyan a un desarrollo 

local40 . Por ejemplo, en Argentina 

los tres sectores conformaron una 

la Agencia de Desarrollo a nivel local 

que contribuyó a que la economía 

local basada en la producción de 

lana, que atravesaba una fuerte crisis, 

se recuperara y generara alternativas 

productivas. La empresa minera 

que operaba en la zona impulsó 

la creación de la Agencia, participó 

activamente en ella, y financió algunos 

proyectos priorizados por la misma. Otro de los ejemplos es la Mesa de Buenos Vecinos 

que reúne a los tres actores en un municipio en Chile y orienta la inversión del sector 

extractivo hacia nuevas opciones económicas de desarrollo41. 

Para los gobiernos locales, es de suma importancia que la inversión de los recursos se 

oriente a un plan de desarrollo del territorio y a un proceso de ordenamiento territorial, 

posibilitando de esta manera que los recursos sean destinados a las obras de mayor 

relevancia para los actores locales  y respetando la planificación del gobierno local en 

lo que se refiere a sus posibilidades ambientales, económicas y sociales. Según esta 

perspectiva, el sector extractivo debería ser “un invitado en este proceso”42, que se suma 

y agrega valor a ese plan de desarrollo consensuado entre los grupos poblacionales y 

basado en la realidad del territorio.

En todos los niveles de gobierno, sobre todo en países con poca tradición extractiva, 

existe demanda para más capacitación y formación en temas relacionados con el 

sector. A nivel de los gobiernos locales se requiere la contratación de más técnicos 

especializados en estos temas. Un mayor conocimiento del sector extractivo facilitará 

una negociación más equitativa entre gobierno local y empresa extractiva y ayudará 

a consolidar y mejorar las prácticas de relacionamiento, lo que a su vez resultará en 

obtener más beneficios para la población local43. 
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1.1.3. Sociedad Civil 

La sociedad civil está conformada por una amplia gama de 

organizaciones y grupos humanos sin fines de lucro que representan 

sectores e intereses sociales, culturales y étnicos. Su radio de 

acción puede estar tanto a nivel rural como urbano, local, regional 

o internacional. A nivel nacional, se encuentran fundaciones, 

grupos profesionales, organizaciones no gubernamentales (ONG), 

academia, movimientos sociales, confederaciones de pueblos 

indígenas,  iglesias, o fundaciones de las empresas extractivas 

que financian proyectos de desarrollo, y sindicatos. A nivel local, 

actúan comunidades, organizaciones comunitarias, asociaciones, 

grupos indígenas y grupos afrodescendientes. Las Organizaciones 

de la Sociedad Civil (OSC) pueden ser formales (debidamente 

registradas en sus respectivos países) o informales (agrupaciones 

no registradas oficialmente).

La heterogeneidad de la sociedad civil se refleja también 

en los diferentes roles que asumen sus organizaciones en el 

relacionamiento con los sectores privado y público en torno 

al sector extractivo. Los diagnósticos de todos los países 

seleccionados reportan una polarización de la sociedad entre 

opositores y partidarios en torno al sector extractivo. Pero también 

reportan una diversidad de posiciones y roles de la sociedad civil 

frente al sector extractivo que difícilmente se deja encerrar en un 

simple “sí o no” a la actividad extractiva.  

Por un lado, en los países analizados existen OSC 

que crean y fortalecen espacios de relacionamiento 

entre empresas, Estado y las mismas comunidades 

y facilitan la comunicación entre los tres actores a 

nivel nacional y local. Por otro lado, existen OSC 

que desde una perspectiva crítica buscan incidir 

en las políticas públicas y generan información 

para contribuir a que las actividades extractivas 

cumplan con los derechos de las comunidades y 

estándares ambientales y sociales. En tercer lugar, 

se encuentra una serie de OSC que se oponen 

a la actividad extractiva incondicionalmente y 

fomentan y acompañan acciones de resistencia de 

la población local.

El diagnóstico relevó que, en Argentina, Chile y 

México, las universidades cumplen un rol importante 

no solamente en las áreas de formación académica, 

investigación y transferencia de conocimiento en 

torno a las actividades extractivas, sino también en la construcción de puentes entre 

actores con intereses opuestos. Generalmente, las universidades gozan de legitimidad 

ya que son consideradas como instancias con alto grado de saber técnico por 

ende guiados por este y percibidos en un rol neutral. Un ejemplo es el Programa de 

Negociación, Mediación y Diálogo (Prodiálogo) del Centro de Educación y Docencia 

Económicas (CIDE), una de las universidades con más prestigio en México que organiza 

foros y talleres multisectoriales para promover el diálogo en torno al sector extractivo44. 

La diversidad de 

posiciones y roles de 

la sociedad civil frente 

al sector extractivo 

difícilmente se deja 

encerrar en un simple 

“sí o no” a la actividad 

extractiva.
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Otros actores esenciales, son las comunidades 

aledañas a los proyectos extractivos como actores 

con rol de decisión. Las empresas requieren la 

licencia social lo que implica un cierto grado de 

consentimiento de las comunidades para poder 

desarrollar su proyecto. 

El presente diagnóstico recoge casos en los que las 

comunidades aledañas a proyectos extractivos los consideran como oportunidades de 

desarrollo y están dispuestas a participar en un relacionamiento con la empresa para 

lograr resultados concretos y tangibles. En estos procesos, las comunidades se han 

comprometido en un respeto a sus propias visiones de desarrollo y se relacionan con 

las empresas sobre la base del cumplimiento de esa visión. También, se comprometen 

con el gobierno nacional para contar con su presencia institucional en el territorio y la 

garantía del cumplimiento de sus derechos.  

El diagnóstico muestra la evolución del relacionamiento respecto a la inversión 

de recursos en territorios ancestrales. Muchas de las buenas prácticas reportan el 

fortalecimiento de asambleas comunitarias y otros mecanismos de toma de decisión 

tradicionales mediante la presencia de la empresa en estos espacios para proporcionar 

la información y buscar el consentimiento de las organizaciones indígenas. En Colombia, 

el enfoque intercultural del relacionamiento de la empresa Cerrejón con un resguardo 

del pueblo Wayuú incluía el respeto a su cosmovisión, el uso del idioma Wayuú y la 

integración de autoridades indígenas tradicionales en la comisión de negociación. De 

esta manera, se respondió a las demandas de los pueblos indígenas por participación y 

autodeterminación, entendida como derecho a poseer, controlar, manejar y desarrollar 

el territorio45.

Las universidades cumplen un 

rol importante no solamente 

en las áreas de formación 

académica, investigación y 

transferencia de conocimiento 

en torno a las actividades 

extractivas, sino también en 

la construcción de puentes 

entre actores con intereses 

opuestos.
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1.2. Los costos de los conflictos

Un relacionamiento deficiente donde las quejas y las preocupaciones de la comunidad se 

acumulan sin resolución durante largos periodos de tiempo causa e intensifica conflictos 

que a su vez generan costos para la empresa, Estado y comunidades.  

Un estudio que analiza los costos para las comunidades de seis proyectos de inversión 

de gran escala (dos de agroindustria, dos de energía, y dos de minería) encuentra los 

siguientes tipos de costos que generan los conflictos a nivel comunitario46. 

1. Financiamiento del movimiento opositor (honorarios de dirigentes, campañas

mediáticas y publicitarias contra el proyecto, redes sociales).

2. Financiamiento de asesorías legales que permitan judicializar los proyectos.

3. Financiamiento de estudios técnicos para contrastar informes de la empresa.

4. Financiamiento de traslados para las movilizaciones, reuniones informativas, visitas

a autoridades políticas.

5. Depreciación de viviendas y actividades económicas por habitar próximos al

proyecto y asumir impactos ambientales.

6. Fractura del tejido social, en tanto los conflictos generan efectos psicológicos y

emocionales, desconfianza, competitividad y descalificaciones entre los propios

habitantes.

Para el Estado, el mismo estudio indica los gastos relacionados con el encarecimiento del 

proceso de licenciamiento ambiental y con eventuales juicios y peritajes. Adicionalmente, 

el Estado tiene costos de personal para enfrentar los conflictos, para policía y militares 

y debe asumir también precios políticos. El país en general puede perder productividad 

e ingresos, competitividad e inversiones extranjeras47. 
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El cálculo de los precios de los conflictos para las empresas resulta de la diferencia 

entre los gastos para la prevención y el abordaje de los conflictos (relacionados con 

la seguridad, contratación de personal especializado, capacitación del personal, entre 

otros) y los costos por los resultados del conflicto (modificaciones del proyecto, daños 

materiales, pérdida de productividad, reputación, entre otros)48. 

Mención aparte merecen los costos derivados de la  mala reputación generada por un 

relacionamiento deficiente que dificulta la búsqueda de nuevo capital y los auspicios de 

inicio de una operación en un nuevo país49. 

Según una consulta realizada por el Fraser Institute, 36% de las empresas mineras 

encuestadas afirmó que la oposición pública a la minería ha afectado negativamente el 

proceso de autorización por parte del gobierno, resultando en demoras o rechazos de 

los permisos. La mayoría expresó que los argumentos de la oposición al sector extractivo 

fueron ambientales o de derechos de pueblos ancestrales50. Por otro lado el BID, señala 

que de un total de 200 proyectos de infraestructura que se enfrentaron con algún tipo 

de conflicto, 36 fueron suspendidos debido a los conflictos, 162 enfrentaron retrasos y 

116 sobrecostos51.
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Según un estudio de la organización BDO International, la mayor preocupación para 

los ejecutivos internacionales mineros son los retrasos existentes y potenciales de los 

proyectos mineros. En una encuesta, ejecutivos financieros de alto nivel de Estados 

Unidos, Sudáfrica, Reino Unido, Australia y Canadá expresaron sus inquietudes acerca 

del acceso a capital y créditos durante 2013, principalmente por las interrupciones 

observadas en diversos proyectos mineros52.

En 2008, un análisis de 190 proyectos de las empresas más importantes del sector 

petrolero arrojó como resultado que el tiempo hasta el inicio de la operación casi se 

había duplicado respecto de la década anterior. La razón fue el incremento de los costos. 

Un análisis más detallado mostró que los riesgos no técnicos constituían 50% del total 

de los riesgos y que entre este 50%, el riesgo más significativo fue el relacionamiento 

con otros actores sociales53. Otro estudio de 19 empresas mineras de extracción de oro 

encontró que dos terceras partes de su valoración en el mercado fueron resultados de 

sus prácticas de relacionamiento con actores clave y solamente una tercera parte fue en 

función del valor del oro en el terreno54.

De lo anterior se desprende la perspectiva de riesgos, donde los costos de los conflictos 

también señalan la necesidad  de una planificación oportuna en el relacionamiento 

entre empresa, Estado y sociedad civil. Este relacionamiento debe atender y equilibrar 

la diversidad de necesidades e intereses de todos los actores y así permitir un clima 

mejorado de inversión y el logro de beneficios comunes para todas las partes involucradas. 
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2. BUENAS PRÁCTICAS DE
RELACIONAMIENTO ENTRE
EMPRESA, GOBIERNO Y
SOCIEDAD CIVIL
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A continuación, se detallan los hallazgos de las buenas prácticas 

de relacionamiento identificadas y validadas en Colombia. El 

análisis de cada país se inicia con un cuadro resumen del 

contexto, buenas prácticas, mapeo de actores y marco 

legal. Posteriormente, se describen las buenas prácticas con 

más detalles, las partes involucradas y el marco legal en el cual 

se insertan dichas buenas prácticas. Al final del documento, 

se presentan las conclusiones y recomendaciones principales. 
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2.3. COLOMBIA
María del Pilar Pardo Fajardo, Gestión Ambiental Estratégica:  

mppardo@gestionambientalestrategica.com

Martha Cecilia Osorio Bustamante, Gestión Ambiental Estratégica: 

mosorio@gestionambientalestrategica.com 

2.3.1. Cuadro de Resumen

Económico: el sector extractivo (minería e hidrocarburos) aportó 7,1% al PIB en 2016, de 

los cuales 5% corresponde a las actividades de hidrocarburos y 2,1% a minería119. La cifra 

correspondiente al 2010 fue 7%.  En 2016, el sector extractivo en su conjunto aportó 49,01% 

a las exportaciones totales del país120. En la producción minera, el carbón y el ferroníquel son 

los productos más importantes de las exportaciones tradicionales y aportan 15,81% a las 

exportaciones totales, mientras que el petróleo y sus derivados aportan 33,20%. El sector 

contribuyó entre regalías directas (entidades territoriales como beneficiarias) e indirectas 

con un valor de 2.300 millones de dólares estadounidenses a la economía nacional en 

2015121. Estas se generaron en un 80% por el sector de hidrocarburos y el restante 20% por 

minería. El sector extractivo creó alrededor de 178.000 empleos directos en 2016, lo que 

corresponde al 0,78% de la población total ocupada a nivel nacional122.

Social: Para transformar e incidir en los territorios, el gobierno requiere el relacionamiento 

con los diferentes actores: la ciudadanía (organizada y no organizada), el sector 

privado, las agencias de cooperación y demás actores que les permitan avanzar en la 

consolidación de sus políticas. Estas organizaciones cuentan con diferentes intereses, 

visiones, recursos (técnicos, de información, económicos) los cuales suelen convertirse 

en barreras para la inclusión en los escenarios de decisión123. El Atlas de Justicia Ambiental 

cuenta 69 conflictos (49 en el sector minero) en el sector extractivo124. No existe un 

registro oficial de los conflictos socioambientales. En algunos casos, grupos armados 

ilegales intervienen en los conflictos125.

Participación de familias campesinas en programa de compensación forestal 
(2010 - 2014, Colaboración). Diferentes empresas que sustraen carbón y autoridades 

ambientales acordaron un programa de fomento a proyectos productivos sostenibles 

y lograron más de 100 acuerdos con propietarios de terrenos agrarios sobre tipo de 

producción y condiciones de colaboración y la creación de una formación permanente.

Diálogo intercultural con pueblo indígena (2006 – 2013, Diálogo). Se desarrolló un 

proceso de diálogo entre los diferentes grupos representativos de la comunidad, 

incluyendo las autoridades tradicionales y la empresa Cerrejón, que contó con la 

participación de un asesor en temas culturales e involucró un equipo interdisciplinario 

de la empresa. El cumplimiento de los acuerdos fue validado en las asambleas regulares 

de la comunidad.

En cuanto a las empresas y gremios, es importante resaltar la Asociación Colombiana 

del Petróleo (ACP). Es la agremiación que agrupa a las compañías privadas en 

Colombia que desarrollan actividades de exploración, explotación, transporte y 

distribución de petróleo, la distribución de combustibles líquidos y lubricantes, y el 

gas natural. La Asociación Colombiana de Minería (ACM)  es una agremiación que 

nace de la integración de Asomineros de la Asociación de Industriales de Colombia 

(ANDI), Cámara Colombiana de Minería y Sector Minería a Gran Escala, lo que permite 

Contexto

Buenas 
prácticas

Mapa de 
Actores
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su proyección como un gremio articulador de la industria en su totalidad al 

representar exploradores, productores y prestadores de bienes y servicios 

relacionados con el sector minero presentes en el país. 

A nivel institucional nacional, el Ministerio de Minas y Energía es el ente 

rector encargado de la formulación de políticas que garanticen el desarrollo y 

aprovechamiento eficiente de los recursos mineros, hidrocarburíferos y energéticos. 

El Ministerio del Interior es la entidad encargada de la política de descentralización 

territorial, de derechos humanos y de la seguridad ciudadana. A su vez, el Ministerio 

de Ambiente y Desarrollo Sostenible es el encargado de definir la Política Nacional 

Ambiental y la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA) es la entidad 

encargada de que los proyectos, obras o actividades sujetos de licenciamiento, 

permiso o trámite ambiental cumplan con la normativa ambiental, A nivel regional 

y local, las gobernaciones y las alcaldías son las autoridades administrativas 

territoriales, entre otras, las encargadas de orientar las inversiones para el 

desarrollo territorial. Por otra parte, las Corporaciones Autónomas Regionales y 

de Desarrollo Sostenible son las encargadas de administrar, dentro del área de su 

jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables.

Existen numerosas organizaciones sociales que incluyen fundaciones, 

organizaciones no gubernamentales, asociaciones, academia, entre otras que 

inciden sobre las dinámicas de relacionamiento en torno al sector extractivo. A 

través de diversos canales de participación, velan principalmente para que las 

empresas cumplan con sus obligaciones en la gestión de los impactos ambientales, 

sociales y económicos de sus operaciones. Estas organizaciones tienen diferentes 

niveles de incidencia, algunas más a nivel nacional otras más de ámbito local.

El marco normativo colombiano es extenso, pues contiene disposiciones de 

carácter general para temas de participación, así como instrumentos legales 

(leyes, decretos y resoluciones) sectoriales. 

Referente a la legislación sobre la participación ciudadana, es imposible negar 

el reconocimiento y la importancia que adquiere esta con la entrada en vigencia 

de la Constitución de 1991 y sus posteriores desarrollos legislativos. A través de 

la Ley 134 de 1994 se dictaron las normas sobre los mecanismos de participación 

ciudadana en Colombia. Adicional a ello, existen otras normas que permiten a los 

ciudadanos participar de forma individual o colectiva en el control de la gestión 

pública, como es el caso de las Leyes 152 de 1994 (por la cual se establece la Ley 

Orgánica del Plan de Desarrollo). Por medio de la Ley 21 de 1991 se aprueba el 

Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes 

y el Decreto 2613 de 2013 reglamenta este derecho. Mediante la Ley 850 de 2003 

se reglamentan las veedurías ciudadanas. 

Marco Legal 
y Regulatorio

23

COLOMBIA



  |  Diagnóstico, mapeo de actores y hoja de ruta sobre el relacionamiento de actores en el sector extractivo de América Latina

2.3.2. Introducción

El gobierno colombiano decidió, a comienzos de la década pasada, promover a fondo 

la explotación de recursos naturales no renovables, aprovechando el aumento de 

precios de las materias primas en el mercado internacional. La decisión se basó en dos 

circunstancias: de un lado, la posibilidad de aprovechar el potencial geológico existente 

en el país, parte del cual ya venía siendo explotado por grandes empresas nacionales 

(Ecopetrol) y por otro, la oportunidad de apropiar un importante volumen de rentas 

provenientes de la actividad extractiva126. 

En Colombia, la actividad minera se encuentra estigmatizada ya que no existe un total 

entendimiento sobre lo que significa un proyecto minero, dado que en el país existen 

diversos tipos de minería127, las cuales tienen diferentes tecnologías, obligaciones y 

generan diferentes impactos. La diversidad de clases de minería, minerales y volúmenes 

de producción complejiza tener una narrativa minera que permita entender realmente 

la dinámica sectorial, la necesidad del Estado por valorizar y concesionar los recursos 

naturales no renovables y los impactos ambientales y sociales que genera esta industria. 

Ante esta situación, existen polarizaciones que han llevado el discurso y en especial en 

épocas electorales a que se escoja entre agua y oro128. 

Las organizaciones de la sociedad civil han empezado a utilizar los mecanismos de 

participación que existen en el marco legal colombiano desde hace más de 25 años129

como herramienta que garantiza y protege los derechos de las comunidades asentadas 

en los territorios con potencial minero.

En Colombia, el conflicto armado ha sido un determinante en las formas de entender el 

territorio. Con un Estado débil en zonas de conflicto, la ocupación se hizo con frecuencia 

de manera espontánea y sin planeación. El desplazamiento de la población a causa 
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del conflicto armado ha empujado la frontera agrícola y ha constituido un vector de 

expansión de grupos armados que construyeron su poder sobre la base del control 

territorial y social. Esta dinámica ha operado en una especie de círculo vicioso: el 

control territorial por parte de grupos armados impidió la presencia efectiva del Estado 

y la provisión de servicios básicos. Esta ausencia fue además terreno fértil para que se 

instalara la autoridad de grupos armados y prosperaran economías en la ilegalidad130. 

En noviembre de 2016, Colombia firmó un acuerdo de Paz con las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia (FARC), la más grande y antigua guerrilla del continente. 

El acuerdo propone una transformación profunda de la organización política y social 

con el propósito último de integrar a todos los territorios bajo un solo proyecto de 

nación131.

La implementación del acuerdo de paz incluye i) profundas reformas rurales, ii) la lucha 

contra las economías ilícitas, en particular el narcotráfico y iii) una apertura democrática 

que dé amplios espacios de participación política a sectores marginados de campesinos 

y comunidades negras e indígenas, así como a la reintegración económica de los 

excombatientes132.

2.3.3. Buenas prácticas

Durante la investigación, fue posible identificar, 

documentar y validar un total de dos 

buenas prácticas, en los niveles de Diálogo y 

Colaboración. Asimismo, se han identificado 

otras experiencias de relacionamiento 

que, aunque fueron documentadas, no se 

reconocieron en los niveles de relacionamiento 

por no cumplir con alguno de los criterios 

definidos en la metodología. No obstante, 

estas experiencias demuestran esfuerzos 

que quizás puedan ser consideradas para su 

sistematización y difusión en el futuro. Estas 

prácticas se encuentran en el anexo 3. El 

proceso de validación se realizó a partir de la 

información oficial entregada por las empresas. 

Algunos detalles del proceso de negociación 

y concertación no están disponibles ni fueron 

autorizados para publicarlos en el informe.

Las buenas prácticas identificadas están en el 

siguiente orden:

2.3.3.1. Participación de familias campesinas en 
programa de compensación forestal
2.3.3.2. Diálogo intercultural con pueblo indígena
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2.3.3.1. Participación de familias campesinas en programa de 
compensación forestal

NIVEL DE RELACIONAMIENTO

  Colaboración

DURACIÓN

2010 – 2014

ACTORES PRINCIPALES

Carbones de la Jagua, Consorcio Minero Unido, Carbones El Tesoro, Norcarbón S.A, 

Drummond Ltd., Colombia Natural Resources. 

Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial; Municipio de la Jagua de Ibirico; 

Corporación Autónoma Regional del Cesar – Corpocesar. Fundación Pro-Sierra, familias 

campesinas que viven en la Reserva Forestal Nacional Los Motilones.

DESCRIPCIÓN

Explotación minera: en el departamento del Cesar (La Jagua de Ibirico, El Paso, 

Chiriguaná, y Becerril) se encuentra una de las principales zonas mineras carboníferas del 

país. Las explotaciones están a cargo de las empresas mencionadas. En 2016, en todo el 

departamento fueron extraídas más que 48 millones toneladas de carbón, equivalentes 

al 44% de la producción total del país133. 

Reserva Forestal Motilones: en esta zona se ubica la Reserva Forestal de los Motilones 

que se extiende a lo largo de la Serranía del Perijá. El Ministerio de Ambiente autorizó 

la sustracción de áreas de la Reserva Forestal para continuar con las actividades de 

explotación minera de carbón concesionadas en la zona para las empresas mencionadas. 

Una vez autorizada la sustracción se estableció a cada una de las empresas sus 

respectivas obligaciones de compensación forestal.

Plan de Compensación Conjunto: en 2007, las empresas establecieron un Acuerdo de 

Voluntades para desarrollar un Plan de Compensación Conjunto, que además de cumplir 

con las obligaciones de compensación disminuía el área productiva de los predios que se 

acogieron al programa y aumentaba el área en conservación de la zona al implementar 

un plan que estableció un corredor de conservación y unos proyectos productivos que 

generaban ingresos adicionales a las familias que mejoraban sus ingresos. Dicho plan 

fue aceptado por el Ministerio de Ambiente y la Corporación Regional Corpocesar134. El 

Plan de Compensación Unificado propuesto, respondió a cada una de las obligaciones 

de compensación establecidas a cada empresa y es financiado en su totalidad por las 

mismas.

Conservación y producción: el plan contaba con dos componentes principales: una 

estrategia de conservación de las áreas por un lado y unos proyectos productivos para 

la mejora y diversificación de los ingresos de los habitantes de las zonas de influencia de 

las empresas por el otro lado.
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Socialización: el desarrollo del plan inició con una socialización del mismo y un 

prediagnóstico  de las fincas interesadas en participar. Se programaron tres reuniones 

con las comunidades en la cuenca del Río Sororia y tres en la cuenca del Río Tucuy a las 

cuales asistieron representantes del Ministerio de Ambiente, Corpocesar y la Alcaldía de 

la Jagua de Ibirico.

Acompañamiento e implementación: las empresas contaron con el acompañamiento 

de la Fundación Pro Sierra Nevada de Santa Marta para la implementación del plan 

como socio local quien facilitó la interacción con las comunidades. También, lideró los 

talleres y reuniones para lograr los acuerdos de los proyectos productivos.

Selección participativa de proyectos: se elaboraron encuestas de campo y se 

adelantaron varias reuniones de concertación para seleccionar conjuntamente los 

proyectos productivos, con base en la experiencia técnica de la Corporación Regional, 

los conocimientos de los habitantes y los pisos térmicos de la zona. En las reuniones 

participaron representantes de las empresas, los propietarios de los predios y técnicos 

de la Corporación Corpocesar.

Acuerdo de Conservación: con cada una de las familias participantes, se firmó un acuerdo 

de conservación que incluía el pago de un incentivo económico por la conservación de las 

áreas, el cual correspondía a un pago semestral durante cuatro años y el establecimiento 

de un paquete de proyectos productivos (siembra de cultivos permanentes y transitorios 

como tomate, cacao, café, y otros de subsistencia), determinados según el área y la 

ubicación de los predios.

Mesas de trabajo: a través de mesas de trabajo y reuniones con la comunidad, se 

conocieron y priorizaron los intereses de las comunidades campesinas, dentro de las 

cuales se determinó la necesidad de asistencia técnica especializada para los cultivos.

Educación y capacitación: en el marco del programa, se crearon espacios de educación 

y capacitación permanente con las escuelas como centros de formación. Se realizaron 

capacitaciones con personal técnico provisto por las empresas con los participantes 

del Plan Unificado para crear brigadas técnicas, brigadas antiincendios y protectores 

ambientales como garantes de la zona. Estas actividades hacían parte de los acuerdos 

establecidos con las familias pertenecientes al plan y con quienes se firmaron los 

acuerdos de voluntades, aunque no eran actividades obligatorias fueron capacitadas 

todas las familias vinculadas al Plan Unificado.

IMPACTO / RESULTADO PRINCIPAL

A la fecha se ha invertido por parte de las empresas más de 4,3 millones de dólares y 

se ha logrado conservar un corredor de cerca de 7.000 hectáreas lo que ha generado 

beneficios ambientales a la región.

Durante el proceso, se firmaron acuerdos con 195 predios donde se implementaron 

una diversidad de proyectos productivos (363,5 hectáreas) como siembra de cacao, 

aguacate, lulo (naranjilla), tomate de árbol entre otros, los cuales han generado ingresos 

adicionales a las familias participantes del programa y han logrado diversificar las 

actividades productivas de la zona. Eso ha disminuido la dependencia de empleos en 

la industria minera de los habitantes de la zona y la presión sobre los corredores de 

bosques establecidos para la conservación.
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INNOVACIÓN

En el sector extractivo en Colombia no es común que las empresas que operan en una 

misma zona formulen programas conjuntos que respondan a obligaciones ambientales 

y sociales. Habitualmente, cada empresa por separado presenta un programa, que es 

ejecutado en zonas dispersas. En este caso, cuatro empresas mineras del departamento 

del Cesar establecieron un acuerdo de voluntades con responsabilidad solidaria donde 

lograron articular sus obligaciones para ejecutar un proyecto conjunto que ha logrado 

la protección de áreas, la restauración de zonas degradadas, el establecimiento y 

mantenimiento de sistemas productivos (cultivos) para las familias campesinas, el 

reconocimiento a la población rural de incentivos ambientales y el fortalecimiento de las 

organizaciones comunitarias. 

PARTICIPACIÓN, PERTINENCIA, SOSTENIBILIDAD

• Participación incluyente: los temas fueron postulados y priorizados por los habitantes

de la zona en mesas de trabajo concertadas con las autoridades regionales y los

representantes de las empresas.

• Pertinencia según necesidad: a través de un acuerdo de voluntades firmado entre

grandes empresas mineras y autoridades se logró un Plan Unificado que reconoce las

necesidades de la zona y sus habitantes.

• Sostenibilidad por consenso: el compromiso de las empresas, el seguimiento de las

autoridades nacionales y regionales y la apropiación de la comunidad lograron un

programa reconocido e institucionalizado que se está replicando en otras áreas de

influencia de proyectos extractivos.
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ENFOQUES

Enfoque de Desarrollo Sostenible: La práctica apunta a un desarrollo sostenible 

entendiéndolo como un modelo integral e integrador, que articula de manera equilibrada 

las dimensiones económica, social, ambiental y cultural135. Esta práctica propone otras 

formas de integración entre empresas y comunidades campesinas buscando beneficios 

no solo ambientales sino sociales y económicos de largo plazo.

LECCIONES APRENDIDAS

Se logran mayores beneficios para las comunidades cuando se establecen acuerdos 

de voluntades entre las empresas de industrias extractivas de una misma zona, las 

autoridades nacionales y regionales y las comunidades directamente impactadas. 

La formulación e implementación de los programas son más eficientes cuando se cuenta 

con un socio local que es validado y reconocido por las comunidades, en el caso del Plan 

Unificado fue la Fundación Pro Sierra Nevada.

Es necesario realizar un acompañamiento constante a las comunidades para lograr 

mayor apropiación de los temas y los programas establecidos. Las empresas están 

diseñando una fase de seguimiento y sostenibilidad de las acciones establecidas que 

incluye el monitoreo y seguimiento al corredor de conservación establecido y el apoyo 

de los sistemas productivos mediante un encadenamiento para la comercialización de 

los productos. 

VALIDACIÓN

La práctica ha sido validada con los directores de sostenibilidad de las empresas, con 

habitantes de la zona y con miembros de la Fundación Pro Sierra que apoyaron el 

proceso de implementación de los acuerdos. Asimismo, fue validada durante la mesa de 

trabajo realizada en Colombia, el 11 de julio de 2017.

BIBLIOGRAFÍA / LINKS

https://youtu.be/G-e4bTcTPEw

http://www.drummondltd.com/programa-de-compensacion-forestal-de-la-serrania-

de-perija/

http://www.grupoprodeco.com.co/es/sostenibilidad/gestion-ambiental/

http://www.corpocesar.gov.co/files/noticia179.pdf
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2.3.3.2. Diálogo intercultural con pueblo indígena

NIVEL DE RELACIONAMIENTO

  Diálogo

DURACIÓN

2006 – 2013

ACTORES PRINCIPALES

Empresa Cerrejón. Resguardo Indígena (Wayuú) de Provincial (municipio de Barrancas), 

Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo.

DESCRIPCIÓN

La Mina Cerrejón: Cerrejón es un complejo de minería y transporte integrado en La 

Guajira, departamento ubicado en el extremo norte de Colombia. La mina ubicada en la 

Guajira media está unida por un ferrocarril de 150 km al puerto de embarque de Cerrejón.

Resguardo Provincial: dentro de las comunidades del área de influencia de la mina está 

el Resguardo de Provincial que se encuentra ubicado en Jurisdicción del Municipio de 

Barrancas. Está compuesto por 447 hectáreas, 553 habitantes, 142 familias. La Asociación 

de Autoridades Tradicionales de Provincial está constituido por la autoridad tradicional 

(apushii). La jurisdicción territorial está compuesta por 6 sectores o comunidades: 

Provincial, Cerrito I y Cerrito II, Cardonalito, Tinajita y Atapchon. Provincial hace parte 

de la Asociación de Autoridades y cabildos Indígenas Wayuú del Sur de La Guajira 

“AACIWASUG”, agremiados a la Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC).

Situación inicial: los conflictos entre la comunidad y la empresa giraban en torno a los 

impactos percibidos por miembros del resguardo en términos ambientales (aire: gases y 

olores, emisión de partículas; agua: arrastre de material estéril y carbón al río Ranchería, 

principal fuente hídrica de la comunidad; ruido y vibraciones por voladuras) y la 

dificultad para acceder y comprar tierras lo que limitaba sus actividades agropecuarias. 

La participación de los miembros de la comunidad en las actividades de información 

generada por la empresa era baja, dada la percepción negativa que tenían de la empresa 

ya que no se sentían escuchados y no veían una oportunidad de diálogo. 

División del resguardo: existía una división entre los líderes del resguardo por el 

poder dentro del mismo lo que generó una baja fluidez en la información al interior 

del territorio. Esto sumado a la directriz del Cabildo Gobernador a la comunidad de no 

participar en los espacios de información ofrecidos por la empresa generó desinterés y 

desinformación en la comunidad.
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Primer acercamiento: la empresa, en 2005, propició algunas reuniones con las que 

buscaba informar a la comunidad sobre los impactos de la actividad. Sin embargo, estas 

reuniones no tuvieron un reconocimiento claro de las necesidades e intereses de las 

comunidades.

Proceso pre judicial: dada la división al interior del resguardo, las autoridades del 

resguardo le otorgaron poder al Colectivo de Abogados José Alvear Retrepo para 

acompañarlos en el proceso de diálogo con la empresa. El colectivo recomendó iniciar 

un proceso prejudicial para presionar espacios de diálogo y propiciar acuerdos en temas 

relevantes como los ambientales, sociales y productivos.

El Colectivo de Abogados José Alvear Retrepo: es una organización no gubernamental 

sin ánimo de lucro, defensora de Derechos Humanos en Colombia. En 1980 adquirió su 

personería jurídica convirtiéndose en una de las primeras organizaciones defensoras de 

Derechos Humanos en Colombia, compuesta por abogados y abogadas.  

Reconstrucción relacional: en vista del proceso prejudicial, la empresa promovió 

un espacio entre los representantes de la comunidad y la empresa que tuvo lugar 

durante un periodo de 6 meses y que se desarrolló con una periodicidad de 15 días 

aproximadamente. 

Comisión negociadora: la comunidad seleccionó su comisión negociadora conformada 

por el Cabildo Gobernador, dos autoridades tradicionales, un profesor, un promotor de 

salud y un líder de la comunidad. Ocasionalmente eran autorizadas otras personas de la 

comunidad para participar en los espacios.

Analista Wayuú: la empresa hizo parte en las negociaciones con un grupo interdisciplinario 

y estableció la necesidad de contar con un analista de la etnia Wayuú, encargado del 

relacionamiento con este grupo de interés, considerando en todo momento sus usos, 

costumbres y lenguaje en las negociaciones.  

Importancia de asambleas comunitarias: los espacios generados por la empresa 

permitieron fortalecer las asambleas del Resguardo como espacio existente, que se 

reconoció y sirvió para validar los acuerdos con la empresa, aún a pesar de las divisiones 

internas. Durante las asambleas se tomaron decisiones consensuadas y se informó a la 

comunidad en general y especialmente a las autoridades sobre el avance de los acuerdos. 

Mesa de trabajo y concertación: la empresa y la comisión del resguardo conformaron 

una mesa de trabajo y concertación en la que se tomaron decisiones principalmente en 

los siguientes temas: tierras, ambiente, educación y trabajo en proyectos productivos.

Acuerdos: los miembros del resguardo y la empresa encontraron objetivos comunes 

los cuales fueron conciliados mutuamente y fortalecieron la capacidad para generar 

acuerdos que generaron beneficio mutuo para la comunidad y la empresa.

Acuerdo vinculante: comunidad y empresa construyeron un acuerdo mutuamente 

vinculante en el que reconocieron los temas de interés de la comunidad relacionados 

con tierras, generación de capacidades productivas, fortalecimiento de la vocación 

agrícola, incentivo a las prácticas responsables agrícolas y ganaderas, promoción de la 

seguridad alimentaria y promoción de la integración interna de la comunidad.
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IMPACTO / RESULTADO PRINCIPAL

La empresa, con el apoyo de un analista Wayuú, promovió los espacios de diálogo para 

reconocer los temas que afectaban e interesaban a la comunidad, logrando superar un 

proceso prejudicial y fortaleciendo los espacios de decisión de la comunidad como las 

asambleas del resguardo. Se crearon mesas de trabajo y concertación que lograron 

acuerdos que fueron consultados validados y aprobados de manera autónoma con el 

consentimiento de la comunidad. 

INNOVACIÓN

Para recomponer el relacionamiento y lograr una relación de confianza, la empresa 

decidió incluir dentro de su comisión negociadora a un analista de la etnia Wayuú, 

encargado del relacionamiento con este grupo de interés que aseguró en todo momento 

la consideración de sus usos, costumbres y lenguaje en el relacionamiento. El contar 

con un analista, práctica poco común en los procesos con comunidades, garantizó el 

enfoque diferencial y la inclusión de la cosmovisión Wayuú, facilitando la elaboración de 

un acuerdo que refleja las necesidades, intereses y visión como comunidad.

PARTICIPACIÓN, PERTINENCIA, SOSTENIBILIDAD

• Participación incluyente: La buena práctica reconoce cultura, idioma e idiosincrasia

de las comunidades. Como parte de la comisión negociadora se incluyen líderes

formales e informales de la comunidad, el Cabildo Gobernador.

• Pertinencia metodológica: La comunidad seleccionó su comisión negociadora que

consultó de manera autónoma con la comunidad los acuerdos de cada reunión. Nada

fue aprobado sin el consentimiento de la comunidad.

• Sostenibilidad institucional: Se logran acuerdos de largo plazo, institucionalizando

procesos y generando acuerdos mutuamente vinculantes en torno a temas claves

para los actores.

ENFOQUES

Enfoque de Diversidad: El relacionamiento entre la empresa Cerrejón y el Resguardo de 

Provincial reconoce la diferencia cultural lo que se evidencia en el respeto a la identidad 

étnica de la comunidad. 

LECCIONES APRENDIDAS

Es necesario identificar los actores claves para mejorar el relacionamiento. El 

reconocimiento mutuo permite el fortalecimiento de la credibilidad. En el caso específico 

de Provincial fue importante que la comunidad nombrara una comisión negociadora con 

la que se sintieran representados y que facilitara los acuerdos ante la división por el 

poder del resguardo que existía al interior del mismo. 

Se considera fundamental realizar visitas personalizadas a los actores, mantener un 

diálogo transparente en donde lo importante es escuchar los temas de interés para la 

comunidad. 
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Aún con el inicio de un proceso prejudicial, este proceso se pudo capitalizar y transformar 

a un diálogo abierto para potencializar los acuerdos con las comunidades.

Más allá de la atención de solicitudes aisladas del resguardo o del cumplimiento de las 

obligaciones legales, se construyó conjuntamente un acuerdo mutuamente vinculante 

en el que se incluyeron los asuntos de interés de la comunidad. 

Hubiera sido relevante incluir dentro del proceso alianzas con entidades privadas y del 

Estado, para que sean garantes de los acuerdos y procesos.  Asimismo, hubiera sido 

útil establecer mecanismos de seguimiento y evaluación del avance de los programas 

y proyectos, así como espacios de rendición de cuentas de los representantes hacia su 

comunidad.

VALIDACIÓN

La práctica fue validada directamente con la empresa (División de Estándares y 

Estrategia de Responsabilidad Corporativa). Asimismo se realizaron entrevistas y 

revisaron documentos de organizaciones de la sociedad civil que fueron observadores 

del proceso de diálogo como Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP), 

Crudo Transparente y Fundación Ideas para la Paz y validada durante la mesa de trabajo 

realizada en  el marco de este estudio.

BIBLIOGRAFÍA / LINKS

http://www.cerrejon.com/site/desarrollo-sostenible-%E2%80%A2-responsabilidad-

social-rse/gestion-social/relacionamiento-con-comunidades-indigenas/programa-de-

emprendimiento.aspx
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2.3.4. Análisis de 
Actores

Las industrias extractivas 

son actividades económicas 

que generan dinámicas de 

cambio en los territorios. En 

particular, se caracterizan por 

su impacto social y ambiental, 

transformando las dinámicas 

territoriales en especial en 

materia económica, política 

y demográfica. Debido a 

que sectores de la población 

también reciben beneficios 

por razón de la inversión y de 

los posibles encadenamientos 

productivos, el resultado es 

que el ingreso al territorio 

de las industrias extractivas 

pueda dividir a la población, 

según sus intereses y posibles 

oportunidades.

A nivel institucional existen 

problemas de integración intersectorial y articulación de las entidades, especialmente 

a nivel central y territorial. Se refleja una baja presencia institucional en las regiones 

y poca capacidad técnica para abordar las problemáticas de relacionamiento en las 

regiones, lo que termina siendo asumido por los proyectos a un alto costo136. 

La industria extractiva en Colombia cuenta con un historial de malas prácticas al trabajar 

de manera individualizada en los territorios, generalmente por blindarse de posibles 

consecuencias de su accionar, lo que localmente se interpreta como una falta de 

transparencia. En un contexto, además, donde a menudo ha coexistido un Estado débil 

a escala subnacional junto con la presencia de diversos grupos armados ilegales, se 

ha producido una ausencia de reglas del juego claras para el sector, con bajos niveles 

de gobernanza137. Esta situación ha generado un clima de desconfianza a escala local 

entre la institucionalidad pública, las comunidades locales y las empresas extractivas 

que han resultado en conflictos sociales, ambientales y económicos para las partes en 

los cuales se evidencia que no hay ganadores.

Empresa

En cuanto a las empresas y gremios, es importante resaltar la Asociación Colombiana del 

Petróleo (ACP) como agremiación que agrupa a las compañías privadas en Colombia 

que desarrollan actividades de exploración, explotación, transporte y distribución de 

petróleo, la distribución de combustibles líquidos y lubricantes, y el gas natural. La 

Asociación Colombiana de Minería (ACM) es una agremiación que nace de la integración 

de Asomineros de la ANDI, Cámara Colombiana de Minería y Sector Minería a Gran 

Escala, lo que permite su proyección como un gremio articulador de la industria en su 

totalidad al representar exploradores, productores y prestadores de bienes y servicios 

relacionados con el sector minero presentes en el país.  

34

COLOMBIA



 Diagnóstico, mapeo de actores y hoja de ruta sobre el relacionamiento de actores en el sector extractivo de América Latina  |  

Gobierno

A nivel institucional nacional, el Ministerio de Minas y Energía 

es el ente rector encargado de la formulación de políticas 

que garanticen el desarrollo y aprovechamiento eficiente 

de los recursos mineros, hidrocarburíferos y energéticos. 

Para atender el relacionamiento territorial, el Ministerio de 

Minas y Energía cuenta con el proyecto de "Fortalecimiento 

de la gestión institucional en el territorio y contribución a la 

gobernabilidad del sector minero energético nacional"138 el 

cual tiene por objetivo mejorar el relacionamiento en territorio 

y reducir la conflictividad socio ambiental generada por el 

sector.

El Ministerio del Interior es el rector de la política de 

descentralización territorial, de derechos humanos y de 

la seguridad ciudadana, actor relevante ya que lidera 

el cumplimiento de acuerdos y la interlocución con las 

comunidades locales139. 

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible es el 

encargado de definir la política nacional ambiental y la 

Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA)140 es la 

encargada de que los proyectos, obras o actividades sujetos 

de licenciamiento, permiso o trámite ambiental cumplan con 

la normativa ambiental. A nivel regional y local, son las gobernaciones y las alcaldías 

las autoridades administrativas territoriales, entre otras, las encargadas de orientar las 

inversiones para el desarrollo territorial y garantizar el acceso de la población a redes de 

bienes y servicios públicos que satisfagan debidamente sus necesidades básicas. 

A nivel local, las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible 

están encargadas de administrar, dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente 

y los recursos naturales renovables. Las Corporaciones Autónomas Regionales 

(CAR) se convierten en la primera autoridad ambiental a nivel regional. Son entes de 

carácter público, integrados por las entidades territoriales, que por sus características 

constituyen geográficamente un mismo ecosistema o conforman una unidad geopolítica, 

biogeográfica o hidrogeográfica. También se encargan de administrar, dentro del área 

de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables y propender 

por su desarrollo sostenible, convirtiéndose en una pieza clave del relacionamiento con 

las comunidades y su entorno.  En relación con los recursos y condiciones con los que 

cada entidad cuenta para atender diversos retos y cumplir sus funciones como autoridad 

en materia ambiental, las mayores fortalezas de las corporaciones se encuentran en la 

gestión del talento humano, la ejecución de inversión y el apoyo organizacional, mientras 

que las principales debilidades están en la planificación del territorio, así como en la 

autoridad ambiental y capacidad física, tecnológica y financiera141.
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Sociedad Civil

La sociedad civil en Colombia está conformada por una variedad de asociaciones formales 

y no formales con la capacidad de construir puentes entre actores con intereses opuestos 

y proporcionar información sobre la industria extractiva. La Corporación Transparencia 

por Colombia ejerce actualmente la secretaria técnica de la Mesa de la sociedad civil 

para Industrias Extractivas y tiene mucha capacidad para fomentar procesos de diálogo 

y tejer redes entre la diversidad de actores. Crudo Transparente es otra organización que 

trabaja especialmente con industrias extractivas -hidrocarburos-, promoviendo buenas 

prácticas y generando espacios de concertación entre empresas y comunidades locales. 

Iniciativas de diálogo cuentan también con el apoyo de organizaciones extranjeras 

con sede en Colombia, como son la Fundación Ford, la Fundación AVINA o el Centro 

Regional de Empresas Emprendimientos Responsables.

Otras organizaciones buscan más el debate informado y la incidencia en la política 

pública. Foro Nacional por Colombia genera boletines y publicaciones en torno a las 

industrias extractivas y la sociedad civil con la finalidad de contribuir al fortalecimiento 

de la democracia en Colombia y promover la convivencia de los colombianos y las 

colombianas. La Corporación Ocasa impulsa el acceso a la información pública en torno 

a la industria extractiva, trabajando sobre todo con y por jóvenes. Por su parte, Censat 

Agua Viva es una organización que está más en oposición a las actividades extractivas y 

busca trabajar con comunidades para resistir, movilizar y transformar. La Organización 

Nacional Indígena de Colombia (ONIC), y el Proceso de Comunidades Negras (PCN), 

tienen la misión de defensa de sus territorios, lo que muchas veces les lleva a situaciones 

de conflicto con empresas de sector extractivo.

2.3.5. Marco Legal

El marco normativo colombiano es extenso y prolífico, pues contiene disposiciones 

de carácter general por ejemplo sobre temas de participación ciudadana, así como 

instrumentos legales (leyes, decretos y resoluciones) sectoriales que deben ser tenidas 

en cuenta a la hora de definir formas de relacionamiento con el sector extractivo. En 

los instrumentos legales, la única oportunidad formal de relacionamiento entre los 

sectores Estado, empresa y sociedad civil está presente en la consulta previa (Ley 21 

de 1991) y solo aplica para el caso de comunidades indígenas y negras con presencia 

en los territorios de influencia de los proyectos, dejando por fuera gran parte de las 

comunidades que no tiene este nivel de reconocimiento y estatus. 

Información

En 2014, se expidió la Ley de Transparencia y Acceso a la Información. Con esta ley se 

busca que el Estado entregue a los colombianos la información pública que soliciten, 

de tal manera que tanto las entidades públicas y privadas además de responder a las 

solicitudes expresas de información de los ciudadanos, también estén en la obligación 

de divulgarla "proactivamente, respondiendo a los requerimientos de forma rutinaria, 

práctica, actualizada, accesible y comprensible".

Dicha ley constituye una nueva herramienta para que la ciudadanía pueda acceder a la 

información pública de manera efectiva y transparente. Esto significa que no solo las 

entidades públicas, sino cualquier persona, movimiento, agrupación, partido o empresa 

con funciones públicas deben brindar acceso a dicha información, la cual debe ser 

entregada en igualdad de condiciones de manera ágil y  mediante diferentes formatos, 

físicos o digitales, para que sea de fácil acceso para los peticionarios.
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Consulta

Para el sector minero, la principal directriz legal es el Código de Minas, que fue expedido 

en 2001, el cual tiene como alcance “fomentar la exploración técnica y la explotación 

de los recursos mineros de propiedad estatal y privada; estimular estas actividades en 

orden a satisfacer los requerimientos de la demanda interna y externa de los mismos y 

a que su aprovechamiento se realice en forma armónica con los principios y normas de 

explotación racional de los recursos naturales no renovables y del ambiente, dentro de 

un concepto integral de desarrollo sostenible y del fortalecimiento económico y social 

del país”. En los aspectos procedimentales de esta disposición se contempla un espacio 

de participación denominado Audiencia y Participación de Terceros (art. 259), que 

hace referencia a la etapa previa a la firma del contrato de concesión minera, en el cual 

pueden participar terceros interesados externos al proyecto, comunidades o grupos 

sociales, a través de figuras como terceros intervinientes.

A su vez, el Código de Minas establece las zonas mineras indígenas y de comunidades 

negras reconociendo el potencial minero que existe en áreas de propiedad de esas 

comunidades y el derecho de prelación frente a un interés de exploración y explotación 

de minerales. Adicionalmente, existe la posibilidad de asociarse con cualquier persona 

natural o jurídica que tenga un interés minero; la norma no hace distingo alguno.

En el tema de consulta previa se definió un protocolo de coordinación institucional142 con el 

propósito de facilitar: i) la coordinación interna de las entidades públicas involucradas, ii) la 

integración de las competencias, iii) la distribución eficaz de los recursos, iv) la circulación 

de la información relevante, v) garantizar la transparencia en los procesos, vi) seguimiento 

al cumplimiento de los deberes de los funcionarios de las entidades responsables.

En el sector de hidrocarburos, el Código de Petróleos es la norma por excelencia que 

rige al sector; a pesar de ser de 1953 la gran mayoría de las disposiciones se encuentran 

vigentes. En el caso en que se requiera adelantar consulta previa, deberá seguir las 

mismas reglas como del sector minero, expuestas en la parte de arriba de este acápite.

Consulta Popular

Las comunidades de Colombia están convocando, acudiendo y utilizando las consultas 

populares como mecanismos de participación directa y como herramienta para defender 

sus derechos económicos, sociales y culturales, estipulados en la Ley 134 de 1994. El 

Estado colombiano aún no reconoce la voluntad expresada por las comunidades y los 

resultados obtenidos en las consultas populares cuando estos se oponen a la realización 

de proyectos dentro de sus territorios; aunque estas consultas se realizan de manera 

democrática y están ajustadas a la normatividad constitucional y legal colombiana. 

Mientras la Corte Constitucional revisa la sentencia del Consejo de Estado para definir 

en efecto qué pasa tras el mecanismo de participación, lo realmente importante es 

entender por qué se están aumentando estas iniciativas de consulta popular y su real 

efecto sobre la economía, el empleo y la inversión del país.  

Uno de los principales problemas está en la creciente concentración de la toma de decisiones 

en materia de industrias extractivas y grandes proyectos desde el gobierno central, sin 

contar con la participación de las entidades territoriales o los ciudadanos. A esto se suma 

que los diferentes municipios del país están haciendo una apuesta a unos modelos distintos 

de desarrollo, teniendo en cuenta aspectos como la agricultura para nuevos proyectos en 

sus comunidades. Las comunidades están viendo que las actividades extractivas no se 

están traduciendo en mejores condiciones de necesidades básicas, ni con oportunidades 

de desarrollo por lo cual están exigiendo otro tipo de emprendimientos en su territorio143. 
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3. CONCLUSIONES Y
RECOMENDACIONES

Los seis países estudiados, en gran medida 

privilegian la existencia de normas sobre 

acceso a la información y transparencia 

pública, lo que facilita contar con 

información relevante sobre la empresa, el 

proceso de evaluación de un proyecto, los 

ingresos del Estado.
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3.1. Conclusiones

Sobre la economía, las industrias extractivas y el 
relacionamiento con otros actores

• El sector extractivo sigue manteniendo un sitio de importancia en cuanto a su aporte

a la economía de América Latina, a pesar de la conclusión del denominado súper ciclo

de los commodities mineros e hidrocarburíferos. Los marcos normativos nacionales

se adecuaron para promover el arribo de grandes inversiones en este sector, como se

puede apreciar en la apertura del sector hidrocarburífero en México, anteriormente

bajo el monopolio estatal, con la reforma energética del 2014. Estas políticas han

contribuido a que ingresen corporaciones internacionales las cuales han aumentado

el nivel de los estándares de relacionamiento comunitario, y como consecuencia del

incremento de la recaudación fiscal han contribuido, en conjunción con la sociedad

civil, a impulsar mecanismos multi-actor que favorecen la transparencia, como es el

caso de la EITI  que viene operando auspiciosamente en algunos países de la región.

Sobre los marcos normativos y los niveles de relacionamiento:

• En relación a los marcos normativos nacionales, aparte de la normativa referida a la

industria extractiva, medioambiental, fiscal y de desarrollo, los seis países estudiados,

en gran medida privilegian la existencia de normas sobre acceso a la información y

transparencia pública, lo que facilita a la ciudadanía contar con información relevante

sobre la empresa, proceso de evaluación de un proyecto, los ingresos del estado en

algunos casos. La información que proveen las industrias extractivas al Estado en el

marco de sus obligaciones está sujeta a este marco regulatorio.

• Igualmente, las normas que contemplan la participación ciudadana como derecho a

participar en las distintas fases de la actividad extractiva están muy extendidas en

los seis países estudiados y se manifiesta, como una de sus dimensiones, a través de

la figura de la consulta pública.

• La información identificada en cada país da cuenta de que no existe normatividad

específica referida a otros niveles de relacionamiento como colaboración o alianzas

a excepción de Perú que cuenta desde el año 2010 con una norma que establece un

compromiso previo de la empresa con las comunidades del área de influencia, como

requisito para el desarrollo de las actividades extractivas.

• El diálogo es un mecanismo que se encuentra, en sentido amplio, en todos los niveles

de relacionamiento comunitario y está incorporado en segmentos de la normativa

vigente al momento de regular los procedimientos participativos y de consulta.

• La mayoría de los países de este estudio han firmado el Convenio 169 de la OIT, salvo

República Dominicana, pero solo Colombia, Perú y Chile cuentan con una reglamentación 

para implementarlo. De hecho, en los otros países el proceso depende de la interpretación 

hecha por las empresas y las autoridades locales, con posibilidades de cuestionamiento

y judicialización del proceso, causando inestabilidad e inseguridad para las partes.
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Sobre las prácticas, los niveles de relacionamiento y el 
Diálogo articulador

• Cuando las prácticas están conformadas por varios niveles de relacionamiento,

frecuentemente es el nivel de diálogo el que suele articularlas. Los diálogos podrían

evolucionar hacia la definición de agendas de trabajo específicas.

• Debido al grado de complejidad que exige su implementación, por lo general,

el relacionamiento a través de los niveles de colaboración y de alianza, suele

producirse a través del diálogo multi-actor, en su versión más estructurada, al

que fundamentalmente se recurre como mecanismo más propicio para aclarar los

intereses y necesidades de las partes, así como para generar la confianza necesaria

que exigen estos procesos complejos y negociar acuerdos de beneficio mutuo.

• El relacionamiento multi-actor adecuadamente organizado y gestionado y con

mirada estratégica e integral, contribuye a implementar proyectos vinculados a

planes de desarrollo local, a elevar las voces de los actores involucrados, a influir en

las decisiones sobre la operación, así como sobre los planes de relacionamiento, a

mejorar la relación y a contribuir al logro o la vigencia de la licencia social.

Sobre los principales actores

Sociedad Civil

• Las organizaciones de la sociedad civil, incluidas las comunidades, las ONG y los

movimientos sociales, asumen diferentes roles frente a la industria extractiva: como

proveedores o contratistas que ejecutan proyectos sobre desarrollo; tendiendo

puentes e impulsando procesos colaborativos; siendo críticos de la forma como

viene operando la industria; promoviendo el debate y haciendo incidencia en políticas

públicas y en garantizar derechos individuales y colectivos de las comunidades u

oponiéndose abiertamente a la actividad extractiva a través de acciones de resistencia.

• Las universidades que gozan de legitimidad son importantes recursos locales puesto

que tienen la confianza de una cantidad relevante de actores como el poder de tejer

redes con actores claves de diferente naturaleza, tanto en materia de generación de

conocimiento como en el fortalecimiento de capacidades. Son vistos como un actor

especializado e imparcial para asuntos técnicos y para realizar investigaciones sobre

la industria extractiva.

• Las OSC se desempeñan también desde un rol de terceros en los procesos de

relacionamiento entre comunidades y empresas, sea facilitando el diálogo o la

negociación entre las partes, asesorando los procesos, capacitando a la empresa y/o

comunidad para una participación adecuada y constructiva en los procesos, siendo

observadores, o acompañando en la implementación de los proyectos de desarrollo.
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Estado

• La relación entre el Gobierno Nacional/Federal con los Gobiernos Regionales/

Estatales/Provinciales y Locales suele generar tensiones derivadas de las políticas y

medidas referidas a la gobernanza de los recursos naturales. En situaciones extremas,

las tensiones, eventualmente, han llegado a una franca oposición y rechazo hacia

la industria extractiva. Resulta, por tanto, importante que los diferentes niveles de

gobierno establezcan mecanismos de coordinación y diálogo intergubernamental

para la discusión concertada e implementación de políticas públicas referidas al

desarrollo económico sustentable, y determinen cuál es el papel que juegan las

industrias extractivas en el desarrollo del país y los territorios locales.

Empresas

• Los equipos dedicados a la gestión social y el relacionamiento comunitario son

imprescindibles para la operación de campo, articulados con las otras áreas de las

empresas. Esta articulación interna es importante y necesaria. En algunos casos,

las empresas optan por la contratación o suscripción de acuerdos con consultoras,

organizaciones/entidades comerciales o de la sociedad civil especializadas en

gestión social y relacionamiento comunitario. En algunos casos considerar a un

equipo externo para apoyar el relacionamiento comunitario facilita los encuentros de

diálogo, además de contar con una mirada externa del proceso.

• Los gremios de las industrias extractivas tienen como finalidad fundamental representar

los intereses y necesidades de las empresas afiliadas. Tienen el potencial de ser importantes

contribuyentes a través de proyectos dirigidos a las empresas en su relacionamiento con

las comunidades, incluyendo perspectivas innovadoras, como la buena práctica de las

Cuencas Sociales de Argentina, que desde la Cámara de Minería de Salta  articula a las

diferentes empresas mineras que operan en un territorio en su relacionamiento con las

comunidades del entorno.

Sobre los temas abordados en las prácticas

• Las buenas prácticas incorporan una gama temática sumamente amplia, vinculadas

a las necesidades humanas y derechos de los entornos sociales y a las necesidades

operativas de los proyectos extractivos. Desde un nivel básico de información sobre

el proyecto, todos los niveles de relacionamiento dan pie a la incorporación de

asuntos de múltiples tipos, como:

» Temas ambientales, como aquellos vinculados al agua, aire, ruido, uso de la tierra;

» Búsqueda de soluciones concertadas con la comunidad vinculadas a las

necesidades de la operación (infraestructura en salud, vialidad, electricidad,

agua potable, entre otros);

» Manufactura de productos;

» Educación y servicios básicos;

» Asuntos que atañen a grupos específicos como mujeres, adultos mayores,

comunidades indígenas y otros grupos en situación de vulnerabilidad;

» Cuestiones sobre desarrollo local;

» Establecimiento de relaciones duraderas en el marco del desarrollo sostenible

y la licencia social;

» Fortalecimiento de la institucionalidad comunitaria y local.
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Sobre el relacionamiento

• Aporte del sector extractivo en la economía nacional y regional: Existe un

reconocimiento de parte de todos los actores que el sector hace aportes relevantes

a la economía nacional. Sin embargo, a nivel local las comunidades aun sienten que

existe una deuda pendiente de parte de la industria al desarrollo y mejora local.

• Estándares mínimos de relacionamiento: La industria extractiva, en relación con otras

actividades económicas, considera el tema del relacionamiento con las comunidades

del área de influencia como parte relevante, inclusive en ocasiones como parte clave

para el negocio y no como como un tema netamente voluntario. Existe consciencia

de los potenciales costos que puede significar para el desarrollo de un proyecto

extractivo un entorno de riesgo social.

• Lo exigido y lo voluntario: Los procesos de relacionamiento reflejan que el

comportamiento de la industria se derivan tanto de las normas definidas por el

Estado como por las políticas internas de las empresas (códigos de conducta) y

los estándares de la industria a nivel nacional e internacional. Sin embargo, el

Estado está empezando a asumir un rol más activo en definir estándares mínimos

de relacionamiento, en base a las buenas prácticas reconocidas y con ello dar

seguridad tanto a las empresas como a las comunidades sobre la mejor forma de

establecer relaciones armoniosas y constructivas orientadas al desarrollo sostenible.

Adicionalmente la industria sigue avanzando en políticas voluntarias que benefician

el desarrollo del territorio en la cual está la operación.

• Las OSC: En los últimos 5 años han cumplido un importante rol, logrando una cierta

incidencia en las decisiones de políticas públicas, a la hora de proponer, acompañar y

velar por el cumplimiento de la normativa de los proyectos de la industria extractiva.

Han logrado en los diferentes niveles (local, regional/provincial y nacional) de

incidencia, que se reconozcan sus aportes para alcanzar objetivos comunes con la

industria. Sin dudas esta incidencia se vio favorecida por el uso masivo de las redes

sociales y el desarrollo de la transformación digital.

• El relacionamiento con la sociedad civil en continuum: La construcción de confianza

es una tarea prioritaria. Adicionalmente quienes faciliten y participen en estos

espacios de construcción de buenas prácticas de relacionamiento deben ser actores

con conocimiento y trayectoria en esta materia, que faciliten los procesos de

interacción; actores imparciales que construyan un relacionamiento  permanente y

útil reconociendo las diferencias de cada una de las partes.

• Percepciones respecto a las industrias extractivas: Aún existe rechazo hacia el

sector extractivo por parte de algunos sectores. Generalmente, estos se basan en

la percepción de que el crecimiento de la actividad extractiva no se ha traducido

en mejores condiciones de vida para algunas comunidades que conviven con los

proyectos extractivos, y que en algunos casos han visto desplazadas las actividades

económicas previamente existentes (agricultura, turismo local, ganadería, entre

otras), generando dependencia a una actividad finita, además de la preocupación

por los impactos ambientales y a la salud que pudiera traer consigo esta actividad.
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• De conflicto al acuerdo negociado: La revisión de algunas prácticas estudiadas da

cuenta de que la relación entre la industria extractiva y las comunidades ha pasado de

un proceso de conflicto y oposición a un proceso de negociación transaccional que

compensa a las comunidades con beneficios sociales, empleo y obras de infraestructura.

Esta dinámica eventualmente aporta a los procesos de desarrollo local.

• Tejido interno de las comunidades: Muchas veces, la complejidad de las relaciones al

interno de las comunidades han generado tensiones que se traducen en reclamos de

difícil comprensión y donde las empresas sin contar con metodologías para abordar

la conflictividad de manera más amplia e integral.

• Rol del Estado: La característica histórica del Estado ha sido conservar una posición

distante y mirar desde afuera los procesos de relacionamiento que se dan en los

diferentes niveles entre las empresas y las comunidades. Sin embargo, en los últimos

años se ha convertido en un actor clave en el nivel de consulta.

Sobre las prácticas de relacionamiento

• Este estudio ha encontrado en los diagnósticos de los seis países 27 buenas prácticas

en todos los niveles de relacionamiento, 5 a nivel de Información, 18 a nivel de Diálogo,

4 a nivel de Consulta, 13 a nivel de Colaboración, y 15 a nivel de Alianza. Cabe agregar

que en la mayoría de las buenas prácticas se han identificado dos o más niveles

simultáneamente.

BUENAS PRÁCTICAS

Nivel de Alianza 27%

Nivel de Colaboración 24%
Nivel Consulta 7%

Nivel Diálogo 33%

Nivel Información 9%
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• Grandes avances: Las buenas prácticas del estudio muestran que ha habido varios

avances en miras a mejorar la relación entre la industria y las comunidades, tales

como la incorporación de políticas corporativas de relacionamiento, equipos de

profesionales especializados y recursos económicos. Sin embargo, todavía hay

debilidades en el relacionamiento entre la sociedad civil y las industrias extractivas.

Las experiencias documentadas han contribuido al aprendizaje y a la generación

de nuevas e innovadoras prácticas de relacionamiento que pueden ser aprendidas,

mejoradas y replicadas en otros proyectos.

• Se considera que el sector extractivo tiene una gran experiencia de buenas prácticas,

reconocidas y validadas con resultados positivos para la calidad de vida y el

relacionamiento de actores, labor que debería ser orientada tanto a las comunidades,

academia como a las propias empresas.

• Un conflicto observado en la mayoría de las buenas prácticas estudiadas es la

oposición al proyecto por parte de la comunidad, por la forma en la que el proyecto

convive con su entorno (ambiental, social, cultural) y/o por la falta de beneficios

directos y al desarrollo de la comunidad. El diálogo se destaca como el canal

necesario para resolverlo, siendo una alternativa para establecer acuerdos y negociar

con la comunidad. Los espacios de diálogo se hacen necesarios para resolver las

problemáticas de pequeños sectores rurales del entorno de una gran explotación

extractiva. Por ejemplo, alianza para mejorar la producción ganadera .

• Instancias de participación ciudadana temprana: Las decisiones que se toman sobre

los proyectos de gran escala nacional, muchas veces no cuentan con la participación

efectiva y el consenso de los gobiernos locales y comunidades de los territorios.

Sin este paso que le da legitimidad social al proyecto, los procesos de participación

ciudadana (incluyendo la consulta previa) se tornan complejos, lentos y/o conflictivos.

• Las alianzas entre OSC han comenzado a jugar un papel de acercamiento comunitario,

como es el caso del Clúster de Energía Coahuila  cuyo papel, entre otros, es informar

sobre las implicaciones de la reforma energética y el nuevo papel de las empresas en

la región. La intermediación de la sociedad civil puede ayudar en que la información

sea más confiable y por ello mejor aceptada por las comunidades.
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3.2. Recomendaciones

Para las empresas

• Contar con una planificación temprana, oportuna y a largo plazo de relacionamiento

con las comunidades que contribuya al progreso económico y atención de temas de

orden social y ambiental en los territorios donde desarrollan sus proyectos.

• Contar con un área dedicada exclusivamente a la gestión social y las relaciones

comunitarias. Este estudio ,  ha podido constatar que contar con un área y equipo de

trabajo idóneo ha ayudado a las empresas a desarrollar mejores prácticas.

• Considerar las particularidades del territorio y asimilar como una buena práctica el

reconocimiento de los derechos de las diferentes comunidades. Se recomienda incluir

dentro de sus protocolos de debida diligencia un levantamiento de información

detallada sobre la dinámica del territorio y las comunidades presentes en el área de

influencia, ya sea de la mano de la comunidad o posteriormente validada por ella.

• Coordinación regular con los líderes comunitarios desde el principio involucrándolos

en los diferentes niveles de relacionamiento, información, diálogos, consultas,

colaboración y alianzas.
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• Generar acciones por nivel de información, diálogos, consultas, colaboración y

alianzas que sean revisadas sistemáticamente, que incluyan plazos para su revisión

y que sean flexibles para ser replanteadas, que tengan objetivos, metas y tiempos

bien definidos desde el principio, que se apeguen a la legislación y que busquen un

relacionamiento con  acompañamiento constante y sistemático.

• Seguimiento a las acciones derivadas de la legislación referida a las industrias

extractivas, en lo ambiental y en lo social, con el cumplimiento y continuidad a los

acuerdos de las mesas de diálogo con coordinación intersectorial e intergubernamental.

• Fortalecer a los gremios y organizaciones representativas de las empresas que

pueden participar en los más diversos espacios de diálogo y concertación para una

mayor fluidez en el relacionamiento.

• Propiciar capacitaciones para fomentar alianzas con proyectos en los territorios,

incentivando la participación comunitaria.

• Considerar a las Agencias Multilaterales de Desarrollo (MDB por sus siglas en inglés)

líderes en América Latina y el Caribe que cuentan experiencia en el relacionamiento

ciudadano271 para un enfoque interdisciplinario en la región y con experiencia

comparada en temas de sociedad civil como aliados técnicos en la elaboración de

planes de relacionamiento, así como a OSC  del país con experiencia territorial, para

fortalecer los principios de relacionamiento entre empresas y comunidades gracias a

sus conocimientos técnicos y cercanía con la comunidad.

• En la medida que las actividades extractivas van a producir afectaciones ambientales,

se recomienda que las empresas prioricen el cumplimiento ambiental en el marco

de las legislaciones nacionales, así como el relacionamiento social con información

oportuna, veraz y transparente, promoviendo el relacionamiento con las comunidades

para el análisis de los problemas y la toma de decisiones.

Para la Sociedad Civil

• Formar una estructura orgánica que permita dar a conocer los líderes comunitarios

representativos como legitimados para dar información en tiempo oportuno,

interactuando con el gobierno, las empresas y otras comunidades si fuera el caso,

para la elaboración de iniciativas conjuntas en el marco de un relacionamiento

sistemático y no solo circunstancial.

• Por la disparidad de culturas, ritmos y tradiciones, es necesario que el Estado y las

empresas adapten espacios de relacionamiento a esta realidad. Asimismo, las propias

comunidades para alcanzar resultados efectivos han de identificar los recursos para

acercar sus enfoques de un modo oportuno.
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• Asegurar la integración de los miembros de las comunidades por parte de los líderes

comunitarios, en las decisiones sometidas a consulta como así en aquellas instancias de

influencia a través de mesas temáticas que contemplen la disparidad de género, y con el

fin de facilitar la formación de capacidades, así como la apropiación de conocimientos

por parte de la comunidad. El trabajo de los líderes comunitarios para la participación

significativa de la comunidad evidenciada en las prácticas analizadas ha sido clave para

transformar la percepción que tienen las comunidades sobre la industria extractiva,

mejorar las relaciones existentes y prevenir el surgimiento de conflictos.

• Los líderes comunitarios deben estimular y promover la diseminación de información

oportuna así como diálogos con miembros de la comunidad y de las personas de

las empresas cuyas labores están relacionadas,  para la elaboración de planes y

estrategias de relacionamiento en las distintas fases de la actividad extractiva.

• Los líderes comunitarios y las empresas pueden apoyar procesos de acompañamiento, 

formación y capacitación, orientados a fortalecer capacidades de diferentes grupos

comunitarios (mujeres, jóvenes, minorías) en procesos que incorporen una mirada

integral de territorio, para que se pueda tener un desarrollo sostenible e independiente 

de la presencia de la empresa.

• Contactar a actores imparciales, (como universidades),  para la resolución de

problemas y toma de decisiones en relación a conflictos internos de la comunidad o

con los otros actores (gobiernos, empresas).

Para el Estado

• Implementar acciones de monitoreo periódico para recibir retroalimentación sobre

la percepción que tienen tanto la sociedad civil como la empresa. La experiencia

muestra que el monitoreo es importante para involucrar a otros actores y sectores,

comunicar sobre la práctica, dar más transparencia y hacer ajustes necesarios de

acuerdo con especificidades locales.

• Contar con metodologías para las consulta públicas incluyendo a las autoridades locales,

minorías (grupos de mujeres, ancianos, jóvenes). Se sugiere construir procesos sistemáticos 

y periódicos de los niveles de información y diálogo, habilitando la colaboración con

mecanismos de quejas, accesibles desde la misma comunidad y de forma anónima.

• Promover la participación ciudadana temprana indispensable para generar espacios

de relacionamiento que promuevan oportunidades de crecimiento y mitiguen

impactos adversos potenciales de las operaciones de extracción, prevenir conflictos,

construir confianza y legitimidad social, así como optimizar el valor potencial en las

regiones.

• Reglamentar la aplicación de la Convención OIT 169 con estándares mínimos para las

consultas públicas. Respaldar la labor de los organismos de supervisión, fiscalización

y de revisión de los estudios ambientales, sosteniendo y afinando los mecanismos de

participación y Consulta Previa (Convenio 169 OIT), el fortalecimiento institucional

de las Defensorías del Pueblo y otras instituciones de defensa de los derechos

ciudadanos.

• Fortalecer los instrumentos ambientales que permitan a la autoridad ambiental vigilar

el cumplimiento de los planes de mitigación y los compromisos en materia del cierre

de proyectos extractivos. La planeación anticipada del cierre económico y ambiental
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es un aspecto de gran relevancia para contener pasivos ambientales y sociales y a la 

postre mejorar la percepción que tienen las comunidades en la zona de influencia de 

los proyectos y de la población en general. 

• Fortalecer mecanismos de transparencia para la administración de los fondos

generados por las rentas de la actividad extractiva apoyando nuevos proyectos, que

a su vez generen nuevos emprendimientos en las regiones ricas en recursos naturales

de modo de asegurar la creación de empleos de fuentes alternas, que fortalezcan las

economías locales innovando y generando ingresos a largo plazo.

• Capacitar a los gobiernos locales sobre los temas que afectan los intereses de sus

territorios, apoyando la generación de capacidades políticas y técnicas que apoyen y

articulen los procesos de ordenamiento territorial.

Para los tres actores

• Utilizar las nuevas tecnologías a favor de formas más eficaces de relacionamiento.

La madurez de los sistemas democráticos de la región, el uso de las redes sociales

y nuevas tecnologías, está dando una oportunidad sin precedentes para que

responsables de los gobiernos, oficiales de empresas y líderes comunitarios cuenten

con nuevos instrumentos de acercamiento e información para la discusión de

intereses territoriales comunes.

• Tanto desde los gobiernos, como desde las empresas y de las comunidades,

resulta  relevante fomentar y acercarse a través de espacios de relacionamiento con

acciones de información oportuna y confiable; promoción de diálogos que incluyan

minorías, consultas públicas siguiendo regulaciones sectoriales que hayan contado

con instancias de información y dialogo previos, promoción de colaboraciones

en formación de capacidades que permitan un desarrollo territorial sostenible,

promoción de alianzas en acciones de monitoreo participativo y/o de desarrollo de

pequeñas empresas.

• Construir planes de  relacionamiento iniciado por cualquiera de los actores

principales, con actividades claras genera confianza, por lo que un rol más activo del

gobierno y de grandes empresas en el fomento de espacios de concertación, donde

las comunidades participen contando con la previa información y capacitación para

exponer intereses y preocupaciones representa, como lo demuestran los hallazgos,

un avance para el crecimiento sostenible.

• Incluir a otros recursos existentes, OSC locales, y sobre todo universidades con

legitimidad para fortalecer un relacionamiento sostenible.

• Informar y revisar las proyecciones sobre los recursos de las industrias extractivas

y los límites para la dinamización de la economía, reconociendo que esta es una

actividad que depende de una serie de variables ajenas a planificaciones específicas. En

particular, los espacios subnacionales han de proyectar sus actividades considerando

recursos de otras fuentes y del sector extractivo, de forma de no generar frustraciones 

por eventuales variaciones en las transferencias desde el gobierno nacional. En este

aspecto se requiere reforzar la información y análisis de las proyecciones de las

industrias extractivas con autoridades y líderes de la sociedad civil, teniendo como

base las acciones de transparencia de las industrias extractivas en marcha.
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4. HOJA DE RUTA

A continuación, se propone una 
hoja de ruta elaborada a partir de 
los hallazgos del diagnóstico. La 
misma tiene como objetivo ofrecer 
lineamientos claros a representantes de 
empresas, de agencias gubernamentales 
y de la sociedad civil, para fortalecer 
la articulación de estos tres actores, 
promoviendo espacios de interacción que 
se enfoquen en el territorio y respondan 
a las necesidades de las comunidades. 
Esto con la meta última de contribuir 
con los esfuerzos para promover una 
actividad extractiva responsable como 
sinónimo de desarrollo. 
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GOBIERNO

Nivel Información

La viabilidad de un proyecto extractivo en Colombia requiere de dos tipos de 

autorizaciones: por parte de la Agencia Nacional de Minería por un lado y la licencia 

ambiental por parte de la autoridad competente por otro lado. También, en Colombia el 

marco normativo  contiene varias disposiciones para temas de participación ciudadana. 

Sin embargo, la participación de la sociedad civil, generalmente se da cuando los 

proyectos ya se encuentran autorizados y licenciados.

Al respecto, sería importante considerar la buena práctica de Argentina: Cuencas 

Sociales como área de intervención , donde se logró coordinar la entrega de información 

de las empresas a las comunidades, contando con la participación del gobierno quien 

oficializa un acta con las necesidades, preocupaciones e intereses de la comunidad y los 

compromisos asumidos por las empresas.

De esta manera, el primer esfuerzo debería realizarse entre las autoridades para 

definir la viabilidad de potenciales proyectos antes de otorgar la licencia. De manera 

complementaria, es recomendable que el Ministerio de Minas y Energía adelante una 

estrategia de relacionamiento con las autoridades departamentales y municipales 

donde se realizarán las actividades extractivas para acordar entre entidades públicas las 

restricciones y condiciones de las áreas con potencial de intervención.

Nivel Diálogo

En los últimos años han sido activados mecanismos de participación ciudadana en el 

ámbito político como consultas, referendos, iniciativas populares y cabildos abiertos272; 

todos estos dirigidos a la defensa de los recursos naturales y de los territorios. 

Es aconsejable definir, generar y apropiar espacios de relacionamiento contextualizados 

que reduzcan las asimetrías entre las partes para poder generar acercamientos y 

facilitar espacios en los diferentes niveles de relacionamiento. La experiencia del Grupo 

de Diálogo Minería y Desarrollo Sostenible en Perú , puede dar pautas para desarrollar 

diálogos articulados entre diferentes niveles. 

Para el Gobierno, se sugiere participar en espacios colectivos o mesas de trabajo para 

ser garante de los acuerdos o compromisos adquiridos entre la empresa, las autoridades 

locales y miembros de la sociedad civil, generando un diálogo permanente y útil para 

cada uno de los sectores. Este rol cumple el Estado, por ejemplo, en la experiencia de 

Cuencas Sociales como área de intervención en Argentina .  
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Nivel Consulta

A nivel de Consulta en Colombia, es la Ley 21 de 1991 el instrumento legal a través del cual 

se reglamenta la consulta previa como única oportunidad formal  de relacionamiento 

entre los tres sectores. Sin embargo, esta normativa solo aplica para el caso de 

comunidades indígenas y afrodescendientes con presencia en los territorios de influencia 

de los proyectos, dejando por fuera gran parte de las comunidades que no tiene estas 

características.

En aras de evitar potenciales contradicciones y conflictos entre autoridades de nivel 

nacional y local y las comunidades presentes en la zona de influencia de los proyectos, 

se considera una buena práctica la articulación y coordinación institucional antes de 

ofertar un área para exploración y posterior explotación minera o petrolera.  Lograr 

una articulación entre instituciones evitaría trasladar al inversionista/empresa la 

incertidumbre de los territorios y de las áreas excluibles de proyectos extractivos por 

restricciones ambientales o sociales.

Al respecto es interesante destacar el proceso de Chile: Participación Ciudadana en 
etapa de elaboración del EIA proyecto Minero Nueva Unión, en donde se inició  un 

proceso de participación ciudadana anticipada, es decir, antes de que el Estudio de 

Impacto Ambiental (EIA) ingresara para ser evaluado ambientalmente con la finalidad 

de informar e incluir tempranamente las observaciones de las comunidades locales en el 

desarrollo del EIA y de esta forma consensuar a través de mecanismos de diálogo que 

permitieron recoger los temas de interés y dar cuenta de los avances y resultados. 

Nivel de Colaboración

La legislación colombiana carece de mecanismos que promuevan la Colaboración 

y formación de alianzas entre los actores. La colaboración entre los sectores se da 

generalmente en el ámbito local a partir de interacciones generadas por el Diálogo multi-

actor.  Una vez los proyectos son licenciados e inician operaciones en las regiones, se 

generan los relacionamientos entre empresas, comunidades y autoridades. En especial, 

a partir de mesas de trabajo donde se logran consolidar acuerdos que redundan en 

compromisos de Colaboración.

Al respecto, es importante destacar la práctica de Perú: Monitoreo ambiental 
participativo en Orcopampa , donde se estableció un comité de monitoreo ambiental 

formado por delegados de las comunidades, la empresa minera, el gobierno local, ONG, 

entre otros, permitiendo un monitoreo participativo y regular de la calidad del agua y 

abriendo un espacio de relacionamiento para conversar sobre otros temas. 

Lograr generar y mantener espacios de Colaboración donde se disponga de una lectura 

regional de los proyectos facilita la concepción de acuerdos y alianzas entre los sectores.

Nivel de Alianza

No se cuenta con una normativa específica que promueva las alianzas entre los sectores. 

Estas alianzas generalmente se dan a partir de acuerdos motivados por el cumplimiento 

de obligaciones ambientales o sociales interpuestas una vez el proyecto es licenciado 

e inicia su intervención en el territorio. Dichos acuerdos son establecidos generalmente 

entre empresas y comunidades, siendo las autoridades un garante o veedor de los 

acuerdos en el marco del cumplimiento de los actos administrativos.
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EMPRESA EXTRACTIVA

Nivel Información

A nivel de Información, el país cuenta con la Ley de Transparencia y del Derecho 

de Acceso a la Información Pública Nacional (Ley 1712 de 2014), que, aunque no es 

específica para las industrias extractivas, sí promueve el acceso a la información pública 

de manera transparente, oportuna y eficaz, lo que facilita a la ciudadanía contar con 

información relevante sobre los proyectos.

Es de resaltar que la mejor práctica que puede desarrollar una empresa es tomarse el 

tiempo necesario para socializar y explicar el proyecto que pretende adelantar, utilizar 

los canales institucionales para llegar de la mejor manera al territorio y vincularse a 

los instrumentos y esquemas de planificación y administración pública; identificar los 

programas y proyectos de inversión local que merezcan ser fortalecidos sea a través de 

esquemas de incentivos o apoyo para lograr más o mejor cobertura social. Un ejemplo 

es la participación ciudadana en etapa de elaboración del EIA proyecto Minero Nueva 

Unión en Chile . 

Es una oportunidad de lograr un mejor relacionamiento, poner a disposición de la región 

la información de los proyectos, previo al inicio de cualquier actividad en campo, donde 

se informe claramente cuáles son los canales de comunicación que tiene cualquier 

representante de la sociedad civil 

sobre el proyecto. 

Nivel Diálogo

La buena práctica de Diálogo  
intercultural con pueblo indígena 
en Colombia ha generado acciones 

favorables para promover el 

Diálogo con comunidades 

indígenas. La empresa al reconocer 

las necesidades e intereses de las 

comunidades vinculando una 

analista que conoce y comparte 

la idiosincrasia y lenguaje, generó 

confianza, guió y facilitó el diálogo 

y la construcción de acuerdos.

En los espacios de Diálogo, es 

importante tener miradas de largo 

plazo, de carácter estratégico, y 

no solo respuestas a problemas 

inmediatos. El propósito principal 

es construir acuerdos en lugar de 

solamente ratificar las diferencias 

(de intereses, de narrativas, de 

visiones, etc.). El diálogo debe 

ser incluyente, no exclusivo y 

adaptado a cada uno de los 

actores involucrados. 
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Nivel Consulta

Merece la pena resaltar la experiencia de Chile, sobre la Participación Ciudadana en 
la etapa de diseño del EIA  donde a través de un proceso de participación de las 

comunidades se lograron incluir tempranamente las preocupaciones de las comunidades 

locales en el desarrollo del Estudio de Impacto Ambiental y de esta forma consensuar 

a través de mecanismos de diálogo que permitieron recoger los temas de interés y dar 

cuenta de los avances y resultados. Es recomendable facilitar espacios de participación 

en los que pueda ser  consultada la sociedad civil desde las etapas tempranas de los 

proyectos, lo cual no los exime de los espacios oficiales establecidos en el marco legal 

de participación ciudadana. 

Nivel de Colaboración

A nivel de Colaboración es importante resaltar la buena práctica desarrollada en 

Colombia por varias empresas mineras en el Departamento del Cesar, como es la de 

Participación  de familias campesinas en programa de compensación forestal en el 

que no solo se agruparon las obligaciones de inversión de varias empresas mineras 

presentes en una misma región, sino que se formularon estrategias de Colaboración, 

a través de acuerdos de conservación con las familias campesinas participantes. Otro 

ejemplo es la práctica Cuencas Sociales como área de intervención, Argentin a. Lograr 

generar acuerdos entre varias empresas mineras presentes en una zona maximiza los 

beneficios de las comunidades locales y aporta confianza en el relacionamiento con las 

empresas presentes en los territorios. 

Nivel Alianza

La estrategia de Alianza construida en México denominada Programa de Apoyo a la 
Comunidad y Medio Ambiente (PACMA ), que busca impulsar el desarrollo social a 

partir de la corresponsabilidad entre los sectores público y privado en comunidades, 

cobra relevancia para Colombia, ya que cuenta con una empresa de economía mixta 

llamada Ecopetrol y que tiene participación en gran parte de los bloques petroleros 

adjudicados en el país. Sería provechoso que buscase replicar esta buena práctica.

SOCIEDAD CIVIL

Nivel Información

Involucrarse desde las etapas tempranas de un proyecto minero permite que la comunidad 

y el proyecto minero manejen la misma información desde el inicio de los estudios, por 

eso la buena práctica adelantada en Chile Participación Ciudadana en etapa de diseño 
del EIA  donde se utiliza un enfoque participativo en la producción de la información 

del estudio de impacto ambiental, es tan relevante. Es importante desarrollar acciones 

y agendas de trabajo que permitan implementar y mejorar los diferentes niveles de 

relacionamiento para compartir y generar información y conocimientos. Incentivar la 

participación ciudadana a nivel local es importante para incidir en la toma de decisiones 

informada. 
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Nivel Diálogo

Los diálogos multi-actores han sido una experiencia liderada principalmente en el 

Perú y que se ha replicado en países como Argentina, Colombia, Chile, entre otros. El 

Grupo de Diálogo Minería y Desarrollo Sostenible en el Perú  se ha constituido como 

un canal de interacción de múltiples actores, incorporando enfoques innovadores 

como la integración de formas lúdicas, el tratamiento del yo, las relaciones de género, 

contando con un soporte múltiple para la sostenibilidad del espacio. La apuesta de 

sociedad civil es generar espacios descentralizados, con base a la configuración política 

administrativa (región, municipalidad) o de cuenca, convocando representaciones 

institucionales para el desarrollo como en Argentina  o con participaciones más 

personales de líderes multi-actor.

Nivel Consulta

En Colombia la consulta se entiende en el marco de la Convención 169 de la OIT, la 

cual está reglamentada  por el Decreto 2613 de 2013. Sin embargo, esta investigación 

ha encontrado que las decisiones que se toman sobre los proyectos de gran escala 

nacional, muchas veces no se negocian con los gobiernos locales y las comunidades 

de los territorios donde se ejecutarán, de manera que los procesos de participación 

ciudadana (incluyendo la Consulta previa) se tornan complejos y lentos. Es aconsejable 

reconocer las particularidades del territorio y los intereses de sus comunidades como una 

buena práctica de relacionamiento a nivel de Consulta e incluir dentro de la planeación 

y desarrollo de los proyectos la dinámica de los territorios y sus individuos.

Nivel Colaboración

En términos de Colaboración, merece la pena explorar la experiencia mexicana sobre 

Monitoreo participativo de la calidad del agua , ya que permite la participación no solo 

de comunidades presentes en el área de influencia del proyecto sino representantes de 

la academia/universidades regionales que pueden fortalecer los protocolos de muestreo 

y el conocimiento  sobre la relación del recurso hídrico con otras especies indicadoras 

en un paisaje, como lo han logrado también en Perú en los ejercicios de Monitoreo 
Ambiental participativo en Orcopampa .

Nivel Alianza

Las comunidades se verían altamente beneficiadas al fortalecer sus capacidades para 

el desarrollo de proyectos sostenibles, en niveles de Alianza y Colaboración. Existe un 

interés superior en que las comunidades permanezcan en sus territorios, generando 

productividad y evitando que las actividades extractivas generen desplazamientos 

humanos. En ese sentido, una buena práctica desarrollada en Colombia por varias 

industrias mineras en el Departamento del Cesar, ha sido la Participación de familias 
campesinas en programa de compensación forestal  en el que no solo se agruparon 

las obligaciones de inversión de varias empresas mineras presentes en una misma 

región, sino que se formularon estrategias de colaboración, a través de acuerdos de 

conservación con las familias campesinas participantes, en las que se incluía incentivos 

económicos y capacitaciones técnicas para el florecimiento y desarrollo de negocios 

sostenibles al tiempo que se interiorizaron acciones de conservación de las zonas de 

influencia del proyecto.
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Notas del diagnóstico regional

1. La mayoría de los proyectos extractivos se encuentra en el área rural y las comunidades aledañas son los
principales actores afectados con los que se buscan relacionar las empresas en primera instancia. Otros actores
importantes son municipios pequeños con un alto índice de población rural. Proyectos cercanos a ciudades
medianas o grandes, como en el caso de Arequipa, Perú, o en Chile, son menos frecuentes, ver por ejemplo: Valor
Minero, 2017: Los desafíos para el desarrollo futuro de la minería en la zona central, Las Condes; Valor Minero,
http://valorminero.cl/site/docs/2017/desafios_desarrollo_futuro_miffffffneria_zona_central.pdf.

2. Cameron, Peter, y Michael Stanley, 2017: Oil, gas and mining – A sourcebook for understanding the extractive
industry, Washington: The World Bank, p. 19.

3. Los criterios como también los detalles de la metodología empleada se encuentran en el anexo 1.
4. Ver marco metodológico conceptual (anexo 2). Para mayor información ver BID, 2018: Grupo BID – Sociedad Civil,

https://www.iadb.org/es/sociedad-civil/home
5. Ver Milano, Flavia y Andrea Sanhueza, 2016:  Consultas Públicas con sociedad civil: Guías para agencias ejecutoras

pública y privadas, Washington: BID, https://publications.iadb.org/handle/11319/7499?locale-attribute=es&
6. A los fines de esta investigación son los recursos no renovables petróleo, gas y minerales metálicos, estatales en

cualquier fase del ciclo de la extracción (prefactibilidad, factibilidad, exploración, explotación)
7. La página web de la ICMM es http://www.icmm.com/en-gb
8. Los miembros del ICCM se comprometen a cumplir con 10 principios para contribuir al desarrollo sostenible,

ver: ICCM, 2015: Sustainable Development Framework: ICCM Principles, London: ICCM, http://www.icmm.com/
website/publications/pdfs/commitments/revised-2015_icmm-principles.pdf

9. La página web de la IOGP es http://www.iogp.org
10. Con este fin, IOGP ha formado diferentes comités, como por ejemplo el de ambiente, que pretende poder

responder a las demandas de diferentes actores, ver: IOGP, 2018: Our committees, https://www.iogp.org/our-
committees/.

11. Wilson, Emma, Sarah Best, Emma Blackmore y Saula Espanova, 2016: Meaningful Community Engagement in
the Extractive Industries, London: International Institute for Environment and Development, http://pubs.iied.org/
pdfs/16047IIED.pdf .

12. Por un lado, los Principios Voluntarios de Seguridad y Derechos Humanos fueron lanzados por los gobiernos
de Estados Unidos y el Reino Unido, junto con empresas y algunos organizaciones no gubernamentales, en
2000, ver: Los Principios Voluntarios de Seguridad y Derechos Humanos, 19 de diciembre del 2000, http://
voluntaryprinciples.org/files/principios_voluntarios_espanol.pdf. Son los únicos estándares de Derechos Humanos
que están diseñados exclusivamente para el sector extractivo. Actualmente, se han adherido 30 empresas a los
principios, ver: Voluntary Principles, 2018: For companies, http://www.voluntaryprinciples.org/for-companies/.
Por otro lado, en 2011 las Naciones Unidas publicaron los principios rectores sobre las empresas y los derechos
humanos, que se aplican a los Estados y a todas las empresas trasnacionales y de otro tipo, ver: Oficina del Alto
Comisionado, Naciones Unidas, 2011: Principios rectores sobre las empresas y los derechos humanos – Puesta
en práctica del marco de las Naciones Unidas para “proteger, respetar, remediar”, Nueva York / Ginebra: NNUU,
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/GuidingPrinciplesBusinessHR_SP.pdf.

13. Salmón, Elizabeth (coord.), 2016: La Progresiva Incorporación de las Empresas en la Lógica de los Derechos
Humanos. Lima: Instituto Democracia y Derechos Humanos de la Pontificia Universidad Católica del Perú
(IDHPUCP), p.17-18.

14. Diferentes estudios constatan los retos de una mayor vinculación de la economía local con el sector extractivo
en los países de América Latina. Ver por ejemplo: Rudas, Guillermo, 2014: Notas sobre la minería de carbón a
gran escala en Colombia, en: FES (Friedrich Ebert Stiftung): La minería de carbón a gran escala en Colombia:
impactos económicos, sociales, laborales, ambientales y territoriales, Análisis 1/2014, p. 5-22.  Albrieu, Ramiro, 2012:
La macroeconomía de los recursos naturales en América Latina, en: Albrieu, Ramiro; Andrés López, y Guillermo
Rozenwurcel (coord.) Los Recursos Naturales como Palanca del Desarrollo en América Del Sur:¿Ficción o
Realidad? Montevideo: Red Mercosur de Investigaciones Económicas, p. 105-147.

15. Ed O,Keefe, director de Synergy Global, en una entrevista realizada por Sarah Busque, el 10 de diciembre de 2013,
en: Borealis, 2013: Claves para mejorar las prácticas en las relaciones comunitarias, https://www.boreal-is.com/es/
blog/mejorar-relaciones-comunitarias/.

16. Wilson 2016, cit. arriba.
17. Ibid.
18. ICCM, 2012: Mining´s contribution to sustainable development, InBrief, Junio 2012). Ver también: López-Morales,

José Satsumi, y otros, 2017: Strategies of social responsibility in Latin America: a content analysis in the extractive
industry, en: Ad-Minister (Universidad Eafit), No. 31 julio a diciembre 2017, pp 115-135.

19. Oxfam Internacional y Social Capital Group (SCP), 2007: Responsabilidad Social Empresarial en el sector minero
en el Perú.

20. Es importante diferenciar el gobierno nacional como poder ejecutivo de otros actores estatales como el poder
judicial o el poder legislativo. El análisis a continuación se refiere al poder ejecutivo exceptuando cuando sea
señalado de otra manera.

21. Ver Penfold, Michael y José Luis Curbelo,2013: Hacia una nueva agenda en inversión extranjera directa. Tendencias
y realidades en América Latina, Serie Políticas Públicas y Transformación Productiva N° 10 / 2013. Corporación
Andina de Fomento (CAF).

22. Medina, Leandro, 2010: Efectos dinámicos de los precios de las materias primas en las posiciones fiscales de
América Latina, CAF Working Papers No 2010/02.

23. Marczak, Jason y Peter Engelke, 2016: América Latina y el Caribe 2030: Escenarios futuros, Washington: BID, p. 21.
24. Datos de los diagnósticos de este estudio. Estas cifras no incluyen el empleo indirecto.
25. Monge, Carlos, 2017: Minería y marco institucionales en la región andina, Lima: NRGI / GIZ, p. 3-14.
26. Marczak 2016, cit. arr.,p. 21
27. El único país de este estudio que no ha ratificado el convenio 169 es la República Dominicana.
28. En Argentina, no existe norma legal que regula el convenio. En México, la reforma constitucional de 2011 incorporó

el Convenio 169 de la OIT a la constitución que está regulado mediante un protocolo de la Comisión Nacional
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI), publicado mediante decreto, ver: Castillo Lara, Clara, 2017: La
constitución mexicana y el Convenio 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales, en: Alegatos, No. 97, p. 575.
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29. Datos extraídos de los diagnósticos de cada país que forman la parte central de esta publicación.
30. En Chile, hay un Ministerio de Minas y otro de Energía.
31. CONADI, 2018: http://www.conadi.gob.cl/
32. Datos extraídos de los diagnósticos de cada país que forman la parte central de esta publicación.
33. Salinas Alvarado, Carlos Eduardo, 2011: La consulta previa como requisito obligatorio dentro de trámites

administrativos cuyo contenido pueda afectar en forma directa a comunidades indígenas y tribales en Colombia,
consultado en: https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derest/article/view/3019/3055.

34. Wilson, Emma, 2016, cit. arriba.
35. Ibid.
36. Datos extraídos de los diagnósticos de cada país que forman la parte central de esta publicación.
37. De hecho, “en muchos países de América Latina las consultas populares sobre minería se han convertido en un

conflicto entre gobiernos nacionales, por un lado, y gobiernos locales y actores sociales”, ver: Dietz, Kristina, 2017:
Consultas populares mineras en Colombia: Condiciones de su realización y significados políticos. El caso de La
Colosa, en: Colombia Internacional (93), 93-117, p. 96.

38. CEPAL (Comisión Económica para América Latina y El Caribe), 2014: Pactos Igualdad – Hacia un futuro sostenible,
p. 294 - 298.

39. Sanborn, A. Cynthia, y Juan Luis Dammert, 2013: Extracción de recursos naturales, desarrollo económico e
inclusión social: Perú, Americas Quarterly, p. 26.  Perry, Guillermo y Mauricio Olivera, 2009: El impacto del petróleo
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los indicadores sociales – países andinos, Natural Resource Governance Institute. Ministerio de Minería, Comisión
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minerales y desarrollo sustentable, IIED, p.224.
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gestión de las autoridades locales de pueblos y distritos mineros de América Latina y el Caribe, Santiago de Chile,
consultado en: https://www.cepal.org/publicaciones/xml/6/13966/lcr2114e.pdf.
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45. IIED, y otros, 2002, cit, arriba, p. 204.
46. Astorga, Eduardo, Francisco Carrillo, Mauricio Folchi, Magdalena García, Bernardo Grez, Bernardita McPhee,

Claudia Sepúlveda, y Hans Stein, 2017: Resumen ejecutivo informe final proyecto: evaluación de los conflictos
socioambientales de proyectos de gran tamaño con foco en agua y energía para el período 1998 – 2015, Santiago
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47. Watkins, Graham, Sven-Uwe Mueller, Hendrik Meller, María Cecilia Ramirez, Tomás Serebrisky, Andreas
Georgoulias, 2017: Lecciones de cuatro décadas de conflicto en torno a los proyectos de infraestructura en
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49. Ibid., p. 21.
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Santiago de Chile CEPAL.
53. Franks et al. 2014, cit. arriba, p. 7576
54. Ibid
55. CEPAL:  Argentina: Perfil Nacional Económico, http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/Perfil_Nacional_Economico.

html?pais=ARG&idioma=spanish.
56. Elaborado sobre la base de datos del INDEC:https://www.indec.gob.ar/nivel4_default.asp?id_tema_1=3&id_

tema_2=2&id_tema_3=39, según categoría: Minas y Canteras.
57. Ley N° 23.548 – Coparticipacion Federal de Impuestos Periodo 2017 (1): http://www2.mecon.gov.ar/hacienda/

dncfp/provincial/recursos/esquemas/ley23548.pdf.
58. 4 Cabe destacar que el sector de hidrocarburos tiene una mayor preponderancia en la cantidad de puestos

de trabajo registrados con un 66,6% de los empleos registrados en 2016, en comparación con los 33,4% de los
empleados de la industria minera metalífera para el mismo año. Elaborada sobre la base de datos del Sistema
Integrado Previsional Argentino (SIPA):http://www.trabajo.gob.ar/left/estadisticas/novedades/novedad_empleo.
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60. Asamblea de vecinos autoconvocados de Esquel por el No a la Mina 2002-2017, www.noalamina.org.
61. Fundación Cambio Democrático, 2017: Plataforma Argentina de Diálogo para el Uso Sustentable de los Recursos
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62. El Atlas de Justicia Ambiental es liderado por Leah Temper y Joan Martinez Alier y coordinado por Daniela Del
Bene, del Instituto de Ciencia y Tecnología Ambiental (ICTA) de la Universidad Autónoma de Barcelona. Su
propósito es recolectar historias de comunidades que luchan por la justicia ambiental en todo el mundo. Los
datos son enviados desde los diferentes países por academia, ciudadanos preocupados, comités informales y
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Exploration – an Exploratory Study”, Carleton University, Johannes Boon, Ontario, p. 194.
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